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CODIGO PENAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI 
 
ULTIMA REFORMA PUBLICADA EN EL PERIODICO OFICIAL: EL LUNES 13 DE SEPTIEMBRE 
DE 2021. 
 
Ley publicada en la Edición Extraordinario del Periódico Oficial del Estado, El Lunes 29 de Julio 
de 2014 
 
FERNANDO TORANZO FERNANDEZ, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de 
San Luis Potosí, a sus habitantes sabed: 
 
La Sexagésima Legislatura Constitucional del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, decreta 
lo siguiente 
 

DECRETO 793 
 

CODIGO PENAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
 
El 18 de junio de 2008 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto Legislativo por 
el que se reformaron los artículos, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; y las fracciones XXI y XXIII del 
artículo 73; la fracción VII del artículo 115, y la fracción XIII del apartado B del artículo 123, todos 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Desde aquella fecha, la amplitud de 
la reforma constitucional en materia penal ha representado no sólo un parte aguas en los sistemas 
de procuración e impartición de justicia, sino un verdadero cambio de paradigma que todos los 
actores que conforman un Estado democrático de derecho deben asumir con responsabilidad y 
compromiso.  
 
Los artículos transitorios segundo y tercero del Decreto Legislativo mencionado, establecieron los 
lineamientos temporales para la entrada en vigor en nuestro país del sistema procesal penal 
acusatorio, que ocurriría cuando lo estableciera la legislación secundaria correspondiente, sin 
exceder el plazo de ocho años. En consecuencia, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán expedir y poner en vigor las modificaciones 
u ordenamientos legales que sean necesarios a fin de incorporar el sistema procesal penal 
acusatorio.  
La oralidad es el medio por excelencia para poner en marcha los principios rectores del sistema 
acusatorio. Así, el proceso penal estará presidido por la idea de debate, de controversia, de 
contradicción, de lucha de contrarios y será la síntesis dialéctica de la actividad de las partes 
encaminada a velar por los intereses que representan. El proceso será un diálogo abierto entre los 
diversos actores que se confrontarán por el predominio de lo que consideran es la verdad procesal.  
 
Debido a ello, con independencia de lo adjetivo, con apoyo en criterios de derecho comparado y 
dogmática penal de avanzada generación, expresados con sustento en la teoría de la ley penal, la 
teoría del delito y la teoría de la pena, se revisó a profundidad  el  Código  Penal  del  Estado,  
analizando  las  instituciones  que  se regulan en la parte general y que hacen trascender los 
comportamientos típicos a delito, dando como resultado una actualización de gran calado que ha 
incluido la modificación de conceptos insertados incorrectamente y que aparecían rebasados por la 
dogmática penal moderna; la incorporación de principios e instituciones de trascendencia que no 
estaban normados, la sustitución de sistemas de punibilidad incongruentes con el debido proceso y 
la integración de figuras afines a los fundamentos de la reforma penal. 
 
En ese orden de ideas, se habla de un Nuevo Sistema Penal Acusatorio, pues se atiende al 
carácter general que deriva de la programación desde la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, de tal manera que al tratarse del establecimiento de una serie de principios 
procesales rectores, más allá de las diferencias que puedan establecerse de carácter local en las 
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respectivas codificaciones sustantivas, que es único, y esa uniformidad requiere de un esfuerzo en 
que están involucrados todos los operadores del sistema y la sociedad misma.  
 
En términos generales, el Código Penal del Estado que se expide, define correctamente el delito, 
corrigiendo el error en que se había incidido al colocar la antijuridicidad antes de la tipicidad; y se 
establece que la acción y la omisión  representan  las  únicas  formas  de  realización  del  delito;  
además,  se incluye la omisión impropia para las conductas de resultado material inobservadas por 
sujetos colocados en una posición de garante, estableciéndose los supuestos en que se surte tal 
calidad; se precisan los delitos en orden a su consumación, definiéndose los instantáneos, 
permanentes y continuados; ahora, el dolo y la culpa son las únicas formas de acción y omisión, 
eliminándose la preterintencionalidad, por atentar contra el principio de accesoriedad limitada que 
se recoge en el Código como fórmula para la punibilidad en la participación delictiva. 
 
Se precisa el concepto e integración del dolo eventual que aparecía deficientemente definido, 
haciéndose lo mismo con la culpa. Se regula la tentativa con base en el criterio subjetivo, que 
atiende a la intención del sujeto en la ejecución y no al resultado de puesta en peligro del bien 
tutelado por el tipo; en relación a las personas responsables del delito, con apoyo en la teoría 
restrictiva que se basa en el dominio funcional del hecho, se hace la distinción entre autores y 
partícipes. 
En cuanto a la punibilidad para la responsabilidad derivada de las formas de autoría y 
participación, se establecen la personal e independiente, de donde deviene que cada autor o 
participe responderá en la medida de su propia culpabilidad, abandonándose la peligrosidad como 
sistema de medición de la sanción penal, considerando que, atendiendo al garantismo y al debido 
proceso, esta debe graduarse en consideración al grado de reproche que merezca el activo, en 
proporción al hecho penalmente relevante y no a lo que ha sido, es y será en lo futuro. 
 
Por lo que se refiere a las circunstancias excluyentes de responsabilidad penal, se actualiza el 
catálogo y se incluye: la atipicidad, por falta de acreditación de alguno de los elementos de la 
descriptiva típica; el consentimiento, como causa que elimina el tipo y como causa de justificación 
que desintegra la antijuridicidad de la conducta. Ahora, el error de tipo y el error de prohibición 
invencibles excluyen el tipo y la culpabilidad, respectivamente, por lo que en esos casos la 
conducta no será punible; se determina una punibilidad culposa para el supuesto de error de tipo 
vencible cuando éste admite esa forma de sanción y para el error de prohibición vencible se ha 
fijado una punibilidad disminuida. 
 
Se  regula  la  imputabilidad  disminuida  y  abandona  el  criterio  de  sancionar  el exceso en las 
justificantes como delito culposo, al estimarse que no debe sancionarse el exceso de legítima 
defensa como un delito de culpa, porque ambas formas delictivas son de índole diversa y en 
consecuencia, no es debido aplicar las reglas que fija el ordenamiento penal, para graduar la 
gravedad y levedad de la culpa al exceso en la legítima defensa. 
 
Por lo que se refiere a las penas y medidas de seguridad, en relación al principio de la utilidad de la 
pena y la prevención especial, se incluyó dentro de las primeras el trabajo a favor de la comunidad, 
el tratamiento en libertad y en semilibertad, a fin de que la autoridad judicial, al dictar sentencia, 
cuente con una alternativa legitimada para evitar, en determinados casos, la aplicación injustificada 
de penas privativas de libertad.  
 
Por lo que atañe a las formas de extinción de la pretensión punitiva y la facultad de sancionar, en 
congruencia con los medios que el nuevo modelo de justicia penal de corte acusatorio, a fin de 
descongestionar el sistema mediante las salidas alternas, fue necesario incluir los criterios de 
oportunidad, la justicia restaurativa y la suspensión condicional del proceso a prueba; pero 
además, y con la finalizar de actualizar el   catálogo, se adicionó el capítulo del  tratamiento de 
inimputables, la supresión del tipo penal y la existencia de una sentencia anterior.  
Tocante a la parte especial del Código, en el título relativo a los delitos contra la vida y la integridad 
corporal, se eliminó el tipo penal de parricidio, incorporándose en su lugar   el homicidio cometido 
en razón del parentesco, que con independencia de que prevé dicha figura, amplía la cobertura del 
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modelo al considerar como sujetos activos o pasivos del delito a los ascendientes o descendientes 
consanguíneos, hermanos, adoptante o adoptado, cónyuge, concubina o concubinario o cualquier 
otra relación de pareja permanente. 
 
Se trasladó de la parte general a la especial del Código, la sanción del homicidio o lesiones 
culposas, cuando el agente conduzca en estado de ebriedad o bajo el efecto de estupefacientes, y 
cause el resultado típico. En cuanto al delito de feminicidio, se norman las causas de su comisión. 
 
En términos de lo aquí dicho, la estructura del Código obedece al orden de prelación respecto a los 
bienes jurídicos que se tutelan, a saber:  
 
Respecto a la parte general del Código Penal del Estado, el Título Primero se refiere a las 
disposiciones generales, y principios que rigen la aplicación de la ley penal, definiendo los 
principios de legalidad, tipicidad, retroactividad, exclusión de responsabilidad objetiva, del bien 
jurídico y de la antijuridicidad material, culpabilidad, proporcionalidad y jurisdiccionalidad. 
 
El Título Segundo se refiere a la aplicación espacial de la Ley penal, en específico cuando se trata 
de delitos penales del fuero común que se cometan en el territorio del Estado de San Luis Potosí, y 
los cometidos en alguna entidad federativa distinta, en los casos en que se señalan. Asimismo, se 
refiere a la validez temporal derivada de la aplicación de la ley penal vigente en el momento de la 
realización del hecho punible, contemplando la excepción de ley más favorable al imputado; la 
validez personal y edad penal, así como el concurso aparente de normas. 
 
El Título Tercero trata del Delito, que lo define como la conducta típica, antijurídica y culpable, y 
sólo puede ser realizado por acciones u omisiones dolosas o culposas; y establece los momentos 
de su comisión y consumación, ya sea de forma instantánea, continua o continuada. De igual 
forma, contempla la existencia de la tentativa punible, el desistimiento y arrepentimiento, la autoría 
y la participación. También, se incluyen y detallan las circunstancias excluyentes de 
responsabilidad penal. 
 
El Título Cuarto contempla y detalla de manera pormenorizada las sanciones penales, tales como 
la prisión; la reparación del daño; sanción pecuniaria; decomiso; destrucción y aplicación de los 
instrumentos, objetos y productos relacionados con el delito; suspensión y privación de derechos; 
suspensión; inhabilitación; y destitución de empleos, profesiones u oficios; tratamiento en libertad; 
tratamiento en semilibertad, y trabajo a favor de la comunidad. En ese sentido, dispone las 
medidas de seguridad que debe impuesta por el juez o tribunal según lo que establece la ley, a 
quien  ha cometido un delito, con el objeto de salvaguardar los derechos de la víctima o la 
sociedad, la vigilancia de la autoridad, el tratamiento de inimputables o imputables disminuidos, y el 
tratamiento de deshabituación o desintoxicación. 
 
De igual forma, y en atención a las circunstancias del delito, del delincuente y del ofendido, 
contempla que el juez pueda imponer medidas de seguridad tales como prohibir al sentenciado de 
que vaya a un lugar determinado o que resida en él, conciliando la exigencia de tranquilidad 
pública y la seguridad del ofendido, así como prohibir al sentenciado se comunique por cualquier 
medio, por si o por interpósita persona, con la víctima o el ofendido, víctimas indirectas o testigos. 
 
Por otro lado, este Código Penal incluye las consecuencias jurídicas de delito para las personas 
morales, dentro de las cuales se contemplan la suspensión; disolución; prohibición de realizar 
determinados negocios u operaciones; remoción e intervención. 
 
El Título Quinto, de forma central, regula la aplicación de las penas y medidas de seguridad, 
mismas que deberán ser impuestas por los jueces y tribunales dentro de los límites fijados por la 
ley, teniendo en cuenta las circunstancias exteriores  de  ejecución  y  las  peculiares  del  
delincuente, es decir, la naturaleza de la acción u omisión y los medios empleados para ejecutarla; 
la magnitud del daño causado al bien jurídico o del peligro en que este fue colocado; las 
circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión del hecho realizado; la forma y grado de 
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intervención del agente en la comisión del delito; los vínculos de parentesco, amistad o relación 
entre el activo y el pasivo, así como su calidad y la de la víctima u ofendido; la edad, el nivel de 
educación, las costumbres, condiciones sociales, económicas y culturales del sujeto, así como los 
motivos que lo impulsaron o determinaron a delinquir. Cuando el procesado pertenezca a un grupo 
étnico o pueblo indígena, se tomarán en cuenta, además, sus usos y costumbres; las condiciones 
de salud físicas y psíquicas específicas en que se encontraba el activo en el momento de la 
comisión del delito; las circunstancias del activo y pasivo, antes y durante la comisión del delito, 
que sean relevantes para individualizar la sanción, incluidos en su caso, los datos de violencia, la 
relación de desigualdad o de abuso de poder entre el agresor y la víctima vinculada directamente 
con el hecho delictivo, así como el comportamiento posterior del acusado con relación al delito 
cometido, y las demás circunstancias especiales del agente, que sean relevantes para determinar 
la posibilidad que tuvo de haber ajustado su conducta a las exigencias de la norma.  
 
Asimismo, establece la punibilidad de los delitos culposos, de los delitos en grado de tentativa, en 
caso de, concurso de delitos; y de delito continuado; de la complicidad,  auxilio en cumplimiento de 
promesa anterior, y autoría indeterminada; de los delitos cometidos en agravio de, menores, 
incapaces, y personas adultas mayores, así como la sustitución de penas  
 
El Título Sexto trata la ejecución de las sanciones penales, y medidas de seguridad impuestas 
dentro de las causas penales, las que corresponderán al Poder Judicial del Estado, y al Poder 
Ejecutivo del Estado, en el ámbito de sus respectivas competencias. 
 
El Titulo Séptimo contempla la extinción de la acción penal, y la facultad de ejecutar las penas, y 
medidas de seguridad, así como el respectivo cumplimiento de las mismas, formas, modalidades y 
causas, entre las que destacan la muerte del inculpado o sentenciado; el reconocimiento de la 
inocencia del sentenciado; el perdón de la víctima o del ofendido; la rehabilitación; la conclusión del 
tratamiento de inimputables; el indulto; la amnistía; la prescripción; la supresión del tipo penal; la 
existencia de una sentencia anterior dictada en proceso seguido por los mismos hechos; el criterio 
de oportunidad; los acuerdos reparatorios y la suspensión condicional del proceso a prueba. 
 
Por lo que toca a la parte especial del Código Penal del Estado, el Título Primero se refiere a los 
delitos contra la vida y la integridad corporal, en este se tipifica y sanciona el homicidio, el 
feminicidio, la instigación al suicidio, las lesiones, el aborto, auxilio o instigación al suicidio y la 
violencia en espectáculos deportivos, así como las sanciones penales que se derivan de la 
conducta típica. 
 
El Título Segundo refiere lo concerniente a los delitos contra la paz; la libertad; y la  seguridad de la 
personas; se integran el ataque peligroso, la omisión de auxilio a los lesionados, la privación ilegal 
de la libertad, la desaparición forzada, el secuestro, el robo de infante y la sustracción de menores 
o de incapaces, tráfico de menores, asalto, allanamiento de morada, amenazas, la exposición al 
peligro y el uso ilícito de equipos de radiocomunicación. 
 
En el Título Tercero, se disponen los delitos contra la libertad sexual; la seguridad sexual; y el 
normal desarrollo psicosexual, considerando los relativos a la violación, el abuso sexual, estupro y  
acoso sexual. Se suprime el ilícito del rapto, pues en este, el bien jurídico que se tutela es la 
libertad de las personas, quedando entonces subsumido en la figura de la privación ilegal de la 
libertad, porque de tratarse de un delito en contra de los bienes jurídicos que tutela este Título, 
estaríamos hablando de otro injusto penal, sea el abuso sexual, la violación, o el estupro. 
 
En el Título Cuarto, se atiende el tema de los delitos contra la dignidad humana y el libre desarrollo 
de la personalidad, como también la corrupción de menores; de personas que no tienen capacidad 
para comprender el significado del hecho; o personas que no tienen capacidad para resistirlo; la 
venta y suministro de bebidas alcohólicas a menores de dieciocho años o a personas que no 
tienen capacidad para comprender el significado del hecho; y la provocación de un delito y 
apología del mismo o de algún vicio, así como la omisión de impedir un delito que atente contra el 
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libre desarrollo de la personalidad, la dignidad humana o la integridad física o mental; además de 
los ultrajes a la moral pública, o las buenas costumbres. 
 
En el Título Quinto, se integran los delitos contra la libertad reproductiva, en el cual se señalan el 
ilícito de disposición de células, inseminación artificial indebida, esterilización forzada y 
manipulación genética. 
 
En el Título Sexto, trata de los delitos contra la familia, y se consideran los de filiación y el estado 
civil de las personas; el adulterio; los matrimonios ilegales; la bigamia; el incumplimiento de las 
obligaciones de asistencia familiar, al igual que la violencia familiar. 
 
En el Título Séptimo, se sanciona el delito de inhumaciones y exhumaciones ilícitas. 
 
En el Título Octavo, relativo a los delitos contra el patrimonio, abarca los tocantes al robo, el fraude, 
abuso de confianza, despojo, usura, extorsión, daño en las cosas y el abigeato. 
  
En el Título Noveno, establece los delitos contra la fidelidad profesional, en un único capítulo. 
 
En el Título Décimo, se disponen los delitos en contra de la fe pública, que se integran por la 
falsificación de documentos en general, falsificación de sellos, matrices, troqueles, placas, marcas, 
contraseñas y llaves, uso de objeto o documento falso o alterado, usurpación de funciones públicas 
o de profesión y uso indebido de condecoraciones o uniformes, y la variación de nombre o de 
domicilio. 
 
En el Título Décimo Primero, trata lo referente a los delitos contra la seguridad del estado, que se 
integran por la rebelión, sedición, el motín y el terrorismo. 
En el Título Décimo Segundo, se sanciona la desobediencia a un mandato legítimo, la resistencia, 
la coacción, el quebrantamiento de sellos, los ultrajes a la autoridad, y el uso indebido de los 
sistemas de emergencia, como delitos que atentan contra la autoridad. 
  
En el Título Décimo Tercero, se tipifican y sancionan los delitos en contra la adecuada procuración 
e impartición de justicia, contemplando el encubrimiento, falso testimonio y simulación de pruebas.  
 
En el Título Décimo Cuarto, se tocan los delitos contra la seguridad pública, tipificando el de armas 
prohibidas, asociación delictuosa y evasión. 
 
El Título Décimo Quinto, se encarga de tipificar y sancionar los delitos contra el ambiente, la 
gestión ambiental y el desarrollo territorial sustentable. 
 
En el Título Décimo Sexto, se advierten los delitos cometidos contra la administración pública 
cometidos por servidores públicos, tipificándose el cohecho, el ejercicio indebido de las funciones 
públicas, el abandono de funciones públicas, la coalición, el abuso de autoridad, la tortura, el tráfico 
de influencias, la concusión, el peculado, enriquecimiento ilícito, así como los delitos propiamente 
dichos como los cometidos por servidores públicos en la procuración e impartición de justicia, la 
deslealtad al empleo, cargo o comisión, o perjuicio al servicio público.  
En el Título Décimo Séptimo, se despliegan los delitos contra la economía pública, como son los 
delitos contra el consumo, el incumplimiento a las normas de operación o funcionamiento, y los 
delitos contra el derecho de los trabajadores. 
 
En el Título Décimo Octavo, se tipifican y sancionan los  delitos  contra  la  seguridad  de  las vías 
de comunicación y medios de transporte como lo son ataques a las vías de comunicación y medios 
de transporte, contra la seguridad del tránsito de vehículos y la violación de correspondencia. 
 
En el Título Décimo Noveno, se contemplan los delitos contra el correcto funcionamiento del 
sistema electoral, tales como el dolo en la emisión del voto, la interferencia en el desarrollo del 
proceso electoral, las violaciones al proceso electoral, violaciones electorales cometidas por 
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servidores públicos, inducción ilícita a electores, el no desempeño del cargo y la inducción al voto 
por ministros de culto religioso. 
 
Por último, en las disposiciones transitorias se establecen la entrada en vigor de este Decreto, la 
obligatoriedad de su publicación en el Periódico Oficial del Estado y la aplicación del nuevo Código, 
así como la del que se abroga. Asimismo, la vigencia de las leyes especiales que contienen 
disposiciones de carácter penal, la aplicación de las reglas previstas para la investigación, en los 
lugares que se aplique el sistema procesal penal acusatorio y el término para la expedición de los 
reglamentos correspondientes, que competen a los poderes, Ejecutivo y Judicial del Estado. 
 
Como se puede apreciar, con el presente Decreto Legislativo se persigue realizar la delineación de 
fundamentos esenciales de la reforma constitucional aludida. Si se tiene en consideración que en 
el proceso penal están en juego la libertad y dignidad de las personas, es precisamente ahí donde 
mayor énfasis se debe poner, sin olvidar que la salvaguarda del proceso es para todos, sin 
exclusión alguna, pues lo anterior es el precio que se debe pagar por vivir en democracia. En este 
sentido, los principios rectores deben cumplir con la función de orientación para el legislador en el 
momento de redactar las leyes sustantivas, pues con ello logra una correcta interpretación de la 
propia ley procesal por parte del enjuiciador, así como del operador jurídico, según las facultades y 
las competencias que la Constitución le confiere. 
 

 
CÓDIGO PENAL DEL ESTADO SAN LUIS POTOSÍ 

 
PARTE GENERAL 

 
 

TÍTULO PRIMERO 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
 

CAPÍTULO ÚNICO 
 

Principios que Rigen la Aplicación de la Ley Penal 
 
ARTÍCULO 1º. Principio de legalidad 
Nadie podrá ser sancionado penalmente, ni sujeto a medida de seguridad, sino  por  la  realización 
de  una  acción u  omisión expresamente prevista como delito en una ley vigente al tiempo de su 
realización, siempre y cuando concurran los presupuestos que para cada una de ellas señale la ley 
y la pena o la medida de seguridad se encuentren igualmente establecidas en ésta. 
 
ARTÍCULO 2º. Principio de tipicidad 
La acción o la omisión serán sancionadas penalmente, cuando se describan en el tipo legal de que 
se trate y se demuestren todos los elementos que lo integran. La pena que se imponga, deberá 
estar prevista en la parte sancionadora del respectivo tipo penal. 
 

ARTÍCULO 3º. Principio de retroactividad 
Sólo se aplicará retroactivamente la ley en beneficio del imputado, acusado o sentenciado. No 
cabe la aplicación retroactiva, analógica o por mayoría de razón de la ley en perjuicio de persona 
alguna.  
 
ARTÍCULO 4º. Principio de exclusión de responsabilidad objetiva 
A nadie se le sancionará penalmente solo por el resultado de su hecho. La acción o la omisión solo 
serán penalmente relevantes cuando se realicen dolosa o culposamente. 
 
ARTÍCULO 5º. Principio del bien jurídico y de la antijuridicidad material 
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La acción o la omisión serán delictivas, sólo cuando lesionen o pongan en peligro, sin justificante 
alguno, un bien jurídicamente tutelado por el tipo penal. 
 
ARTÍCULO 6º. Principio de culpabilidad 
No  podrá  aplicarse  pena  alguna,  si  la  acción  o  la  omisión  no  han  sido  realizadas  
culpablemente. Igualmente se requerirá la demostración de la culpabilidad del sujeto para la 
aplicación de una medida de seguridad a imputables, si ésta se impone accesoriamente a la pena, 
y su duración estará en relación directa con el grado de aquélla. 
 
Para la imposición de medidas de seguridad para inimputables, será necesaria la existencia, al 
menos, de un hecho típico y antijurídico, siempre que de acuerdo con las condiciones personales 
del autor, hubiera necesidad de su aplicación en atención a los fines de prevención del delito que 
con aquéllas pudieran alcanzarse. 
 
ARTÍCULO 7º. Principio de proporcionalidad 
Toda  pena  y  medida  de  seguridad  deberán  ser  proporcionales  al  delito  que  sancione,  al  
grado  de culpabilidad del sujeto y al bien jurídico afectado. 
 
ARTÍCULO 8º. Principio de jurisdiccionalidad 
Sólo la autoridad judicial competente tiene potestad para aplicar las penas y medidas de seguridad 
que se establecen en este Código. En el ejercicio de esta facultad, la autoridad judicial observará 
un estricto control de la constitucionalidad, convencionalidad y legalidad en todas sus actuaciones. 
 
 

TÍTULO SEGUNDO 
 

LA LEY PENAL 
 
 

CAPÍTULO I 
 

Aplicación Espacial de la Ley 
 
ARTÍCULO 9º. Aplicación territorial 
Este Código se aplicará en el Estado de San Luis Potosí por los delitos del fuero común que se 
cometan en su territorio. 
 
ARTÍCULO 10. Aplicación extraterritorial  
Este  Código se aplicará, por los delitos cometidos en alguna entidad federativa, en los casos 
siguientes: 
 
I. Por los delitos que produzcan efectos dentro del territorio del Estado; 
 
II. Por los delitos cuya ejecución se inicie fuera del territorio del Estado, si se consuman dentro del 
mismo, y 
 
III. Por los delitos permanentes o continuados y se sigan cometiendo dentro del territorio del 
Estado. 
 
 

CAPÍTULO II 
 

Aplicación Temporal 
 
ARTÍCULO 11. Validez temporal 
Es aplicable la ley penal vigente en el momento de la realización del hecho punible.  



H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI 
INSTITUTO DE INVESTIGACIONES LEGISLATIVAS 

 

Descargala en: www.congresoslp.gob.mx 

 
8 

 
ARTÍCULO 12. Excepción de ley más favorable 
Cuando entre la comisión del delito y la extinción de la pena o medida de seguridad 
correspondiente, entrare en vigor otra ley aplicable al caso, se estará a lo dispuesto en la ley más 
favorable al imputado, acusado o sentenciado, y en su caso a la víctima u ofendido, mediante el 
ejercicio de ponderación de derechos, con excepción de los delitos permanentes y continuados. La 
autoridad que esté conociendo del procedimiento penal, aplicará de oficio la ley más favorable. 
 
Si después de cometido el delito y antes de que se dicte la sentencia que deba pronunciarse o ésta 
se haya dictado y no haya causado ejecutoria se promulgan una o más leyes que disminuyan la 
pena o la sustituyan por otra que sea menos grave, se aplicará la nueva ley. 
 
Si una nueva ley deja de considerar una conducta como delito, se sobreseerán los procedimientos 
y cesarán los efectos de las sentencias, en sus respectivos casos. 
 
La ley abrogada continuará aplicándose por los hechos ejecutados durante su vigencia, a menos 
que la nueva ley sea más favorable. 
 
Este artículo se aplicará a petición de parte o de oficio. 
 
En caso de haberse cubierto la reparación del daño no habrá lugar a solicitar la devolución de la 
misma. 
 
 

CAPÍTULO III 
 

Aplicación Personal de la Ley 
 
ARTÍCULO 13. Validez personal y edad penal 
Las disposiciones de este Código se aplicarán a personas físicas  y morales, en los términos que el 
mismo establece. 
 
(REFORMADO, P.O. 20 DE AGOSTO DE 2018) 
A las personas físicas se aplicará este Código a partir de los dieciocho años de edad; y quienes 
tengan entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad, quedan sujetos a las 
disposiciones de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes. 
 
Este Código se aplicará, por igual, a todos los responsables de los delitos, sean nacionales o 
extranjeros, con la salvedad, por lo que hace a estos últimos, de las excepciones reconocidas en 
los tratados celebrados por el Estado Mexicano con otras naciones y en el derecho de 
reciprocidad. 
 
 

CAPÍTULO IV 
 

Concurso Aparente de Normas 
 
ARTÍCULO 14. Especialidad, consunción y subsidiariedad 
Cuando una misma materia aparezca regulada por diversas disposiciones, se estará a lo siguiente: 
 
I. La especial prevalecerá sobre la general; 
 
II. La de mayor protección al bien jurídico absorberá a la de menor alcance, o 
 
III. La principal excluirá a la subsidiaria. 
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CAPÍTULO V 

 
Leyes Especiales 

 
ARTÍCULO 15. Aplicación de leyes especiales 
Cuando se cometa un delito no previsto por este Ordenamiento, pero sí en una ley especial del 
Estado, se aplicará esta última y sólo en lo no previsto por la misma se aplicarán las disposiciones 
de este Código. 
 
 

TÍTULO TERCERO 
 

EL DELITO 
 
 

CAPÍTULO I 
 

Formas de Comisión 
 
ARTÍCULO 16. Principio de acto 
El delito es la conducta típica, antijurídica y  culpable. 
 
El delito sólo puede ser realizado por acciones u omisiones dolosas o culposas. 
 
En los delitos de resultado material, también será atribuible el resultado típico producido a quien 
omita impedirlo, si de acuerdo a las circunstancias podía hacerlo y además tenía el deber jurídico 
de evitarlo, derivado de una ley, de un contrato o de su propio actuar precedente. 
 
ARTÍCULO 17. Delito instantáneo, continuo y continuado 
El delito, atendiendo a su momento de consumación, puede ser: 
 
I. Instantáneo: cuando la consumación se agota en el mismo momento en que se han realizado 
todos los elementos de la descripción legal; 
 
II. Permanente o continuo: cuando se viola el mismo precepto legal, y la consumación se prolonga 
en el tiempo, y 
 
III. Continuado: cuando con unidad de propósito delictivo, pluralidad de conductas e identidad de 
sujeto pasivo, se concretan los elementos de un mismo tipo penal.  
 
ARTÍCULO 18. Clasificación 
Las acciones u omisiones delictivas solamente pueden realizarse dolosa o culposamente. 
 
Obra dolosamente quien quiere la realización del hecho legalmente tipificado o lo acepta, 
previéndolo al menos como posible 
 
Obra culposamente el que produce el resultado típico: por impericia; que no previó siendo 
previsible o que previó confiando en que no se produciría, en virtud de la violación de un deber de 
cuidado que objetivamente era necesario observar. 
 
 

CAPÍTULO II 
 

Tentativa 
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ARTÍCULO 19. Tentativa punible 
Existe tentativa punible cuando la intención se exterioriza ejecutando la actividad que debía de 
producir el delito u omitiendo la que debería de evitarlo si, por causas ajenas a la voluntad del 
agente, no hay consumación pero si puesta en peligro del bien jurídico. 
 
ARTÍCULO 20. Desistimiento y arrepentimiento. 
Si el sujeto desiste espontáneamente de la ejecución o impide la consumación del delito, no se 
impondrá sanción alguna; pero si la acción u omisión ejecutadas constituyen por sí mismas algún 
delito distinto, se aplicará a éste la pena o medida de seguridad que corresponda. 

 
 

CAPÍTULO III 
 

Autoría y Participación 
 
ARTÍCULO 21. Formas de autoría y participación 
Son responsables del delito, quienes: 
 
I. Lo realicen por sí; 
 
II. Lo realicen conjuntamente con otro u otros autores; 
 
III. Lo lleven a cabo sirviéndose de otro como instrumento; 
 
IV. Determinen dolosamente al autor a cometerlo; 
 
V. Dolosamente presten ayuda o auxilio al autor para su comisión, y 
 
VI. Con posterioridad a su ejecución auxilien, al autor en cumplimiento de una promesa anterior al 
delito. 
 
Quienes únicamente intervengan en la planeación o preparación del delito, así como quienes 
determinen a otro o le presten ayuda o auxilio, sólo responderán si el hecho antijurídico del autor 
alcanza al menos el grado de tentativa del delito que se quiso cometer. 
 
La instigación y la complicidad a que se refieren las fracciones IV y V, respectivamente, sólo son 
admisibles en los delitos dolosos. Para las hipótesis previstas en las fracciones V y VI se impondrá 
la punibilidad dispuesta en el artículo 87 de este Código. 
 
ARTÍCULO 22. Prohibición de penas trascendentales. 
La pena que resulte de la comisión de un delito no trascenderá de la persona y bienes de los 
autores y partícipes en aquél, excepto en los casos específicos que previene la ley. 
 
ARTÍCULO 23. Culpabilidad personal y punibilidad independiente 
Los autores o partícipes del delito responderán cada uno en la medida de su propia culpabilidad. 
 
ARTÍCULO 24. Culpabilidad en los tipos complementados privilegiados y agravados. 
Las circunstancias modificativas o calificativas del delito aprovechan o perjudican a todos los 
imputados o acusados que tuvieren conocimiento de ellas en el momento de su intervención o 
debieran preverlas racionalmente. 
 
Las circunstancias personales de alguno o algunos de los imputados o acusados que sean 
modificativas o calificativas del delito o constituyan un elemento de éste, aprovecharán o 
perjudicarán únicamente a aquellos en quienes concurran. 
 
ARTÍCULO 25. Delito emergente 
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Si varias personas toman parte en la realización de un delito determinado y alguno de ellos comete 
un delito distinto al acordado, todos serán responsables de éste, según su propia culpabilidad, 
cuando concurran al menos, alguno de los siguientes requisitos: 
 
I. Que sirva de medio adecuado para cometer el principal; 
 
II. Que sea una consecuencia necesaria o natural de aquél, o de los medios concertados; 
 
III. Que hayan sabido antes que se iba a cometer, o 
 
IV. Que cuando hayan estado presentes en su ejecución, no hayan hecho cuanto estaba de su 
parte para impedirlo. 
 
ARTÍCULO 26. Autoría indeterminada. 
Cuando varios sujetos, sin concierto alguno, intervengan en la comisión de un delito y no pueda 
precisarse el daño que cada quien produjo, se impondrá la punibilidad dispuesta en este Código 
para la autoría indeterminada. 
 
ARTÍCULO 27. Responsabilidad de las personas morales. 
Para los efectos de este Código, sólo pueden ser penalmente responsables las personas físicas; 
sin embargo, cuando un miembro o representante de una persona moral, con excepción   de las 
entidades del Estado, cometa algún delito con los medios que para tal objeto la misma entidad le 
proporciona de modo que resulte cometido a nombre, bajo el amparo o en beneficio de ésta, el 
juzgador impondrá en la sentencia con audiencia e intervención de representante legal, las 
consecuencias previstas por este código para las personas morales, sin perjuicio de la 
responsabilidad en que hubieren incurrido las personas físicas. 
 
 

CAPÍTULO IV 
 

Circunstancias Excluyentes de Responsabilidad Penal 
 
ARTÍCULO 28. Excluyentes de responsabilidad penal 
Son circunstancias excluyentes de responsabilidad penal, cuando:  
 
I. El hecho se realice sin intervención de la voluntad del agente; 
 
II. Falte alguno de los elementos que integran la descripción legal del delito de que se trate; 
 
III. El hecho se realice con el consentimiento del titular del bien jurídico afectado, o del legitimado 
legalmente para otorgarlo, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos: 
 
a) Que se trate de un bien jurídico disponible. 
 
b) Que el titular del bien jurídico, o quien este legitimado para consentir, tenga la capacidad 
jurídica para disponer libremente del bien, y 
 
c) Que el consentimiento sea expreso o tácito y no medie algún vicio en su otorgamiento. 
 
Se presume que hay consentimiento, cuando el hecho se realiza en circunstancias tales que 
permitan suponer razonablemente que, de haberse consultado al titular del bien o a quien esté 
legitimado para consentir éstos hubiesen otorgado el consentimiento; 
 
IV. Se repela una agresión real, actual o inminente y sin derecho, en defensa de bienes jurídicos 
propios o ajenos, siempre que exista necesidad de la defensa empleada y no medie provocación 
dolosa suficiente e inmediata por parte del agredido o de su defensor. 
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Se presume que existe legítima defensa, salvo prueba en contrario, cuando se cause un daño a 
quien por cualquier medio trate de allanar o allane, sin derecho, al lugar en que habite de forma 
temporal o permanente el que se defiende, al de su familia o al de cualquier persona respecto de 
las que el agente tenga la obligación de defender, a sus dependencias o al sitio donde se 
encuentren bienes propios o ajenos respecto de los que exista la misma obligación. Igual 
presunción existirá cuando el daño se cause a un intruso al momento de sorprenderlo en alguno de 
los lugares antes citados en circunstancias tales que revelen la posibilidad de una agresión; 
 
V.  Se obre por la necesidad de salvaguardar un bien jurídico propio o ajeno, de un peligro real, 
actual o inminente, no ocasionado  dolosamente por el sujeto, lesionando otro bien de menor o 
igual valor que el salvaguardado, siempre que el peligro no sea evitable por otros medios y el 
agente no tuviere el deber jurídico de afrontarlo; 
 
VI. La acción o la omisión se realicen en cumplimiento de un deber jurídico o en ejercicio de un 
derecho, siempre que exista necesidad racional de la conducta empleada para cumplirlo o 
ejercerlo; 
 
VII. El inculpado padezca al cometer la infracción, trastorno mental o desarrollo intelectual 
retardado que le impida comprender el carácter ilícito del hecho, o conducirse de acuerdo con esa 
comprensión, excepto en los casos que el propio sujeto activo haya provocado esa incapacidad 
intencional o imprudentemente. 
Cuando la capacidad a que se refiere el párrafo anterior se encuentre considerablemente 
disminuida, se estará a lo dispuesto en este Código, en lo relativo al tratamiento de inimputables o 
imputables disminuidos;  
 
VIII. Se realice la acción o la omisión  bajo un error invencible, respecto de: 
 
a) Alguno de los elementos objetivos del tipo penal de que se trate, o 
 
b) La ilicitud de la conducta, ya sea porque el sujeto desconozca la existencia de la ley o el 
alcance de la misma o porque crea que está justificada su conducta. 
 
Si los errores a que se refieren los incisos anteriores son vencibles, se estará a lo dispuesto en 
este Ordenamiento en lo relativo al error vencible y exceso en las causas de licitud;  
 
IX. En atención a las circunstancias que concurren en la realización de una conducta ilícita, no sea 
racionalmente exigible al sujeto una conducta diversa a la que realizó, en virtud de no haberse 
podido conducir conforme a derecho; 
 
X. Se cause un daño por mero accidente, sin intención ni imprudencia alguna, ejecutando un hecho 
lícito con todas las precauciones debidas; 
 
XI. Se obedezca a un superior legítimo en el orden jerárquico, aún cuando su mandato constituya 
un delito, si esta circunstancia no es notoria ni se prueba que el acusado la conocía, y 
 
XII. Se contravenga lo dispuesto en una ley penal, dejando de hacer lo que manda, por un 
impedimento legítimo. 
 
El que se exceda en los casos de las fracciones IV, V y VI de este artículo, será sancionado 
conforme a lo dispuesto en este Ordenamiento en lo relativo al error vencible y exceso en las 
causas de licitud. 
 
Las circunstancias excluyentes de responsabilidad penal se harán valer de oficio en cualquier 
etapa del proceso. 
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CAPÍTULO V 

 
Concurso de Delitos 

 
ARTÍCULO 29. Concurso ideal y real 
Hay concurso ideal, cuando con una sola acción o una sola omisión se cometen varios delitos. 
 
Hay concurso real, cuando con pluralidad de acciones u omisiones se cometen varios delitos. 
  
En caso de concurso de delitos se estará a lo dispuesto en el artículo 88 de este código. 
 
No hay concurso cuando se trate de un delito continuado o permanente. Tampoco existe concurso 
de delitos: 
 
I. Si las disposiciones legales violadas por el imputado o acusado son incompatibles entre sí. En 
este caso se aplicará la disposición que señale pena más grave; 
 
II. Si uno o varios delitos constituyen un grado o grados de otro, o medio de ejecución. En este 
caso se aplicará la disposición que castigue este último,  y 
 
III. Si un delito constituye un elemento de otro delito o una circunstancia agravante de su 
penalidad. En este caso se aplicará la disposición que castigue este último delito. 
 
 

TÍTULO CUARTO 
 

SANCIONES PENALES 
 
 

CAPÍTULO I 
 

Penas 
 
ARTÍCULO 30. Definición 
Es la condena o la punición que el juez o un tribunal impone, según lo que establece la ley, a la 
persona que ha cometido un delito. Con arreglo a este Código las penas son las siguientes: 
  
I. Prisión; 
 
II. Reparación del daño; 
 
III. Sanción pecuniaria; 
 
IV. Decomiso, destrucción y aplicación de los instrumentos, objetos y productos relacionados 
con el delito; 
 
V. Suspensión y privación de derechos; 
 
VI. Suspensión; inhabilitación; y destitución de  empleos, profesiones u oficios; 
 
VII. Tratamiento en libertad; 
 
VIII. Tratamiento en semilibertad, y 
 
IX. Trabajo a favor de la comunidad.  
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Sección Primera 
 

Prisión 
 
ARTÍCULO 31. Definición 
La prisión consiste en la privación de la libertad personal. Su duración no será menor de un mes ni 
mayor a setenta años y se cumplirá en los términos y con las modalidades previstas en las leyes 
de la materia. 
 
En toda pena de prisión que se imponga en una sentencia, se computará el tiempo que la persona 
haya permanecido privada de su libertad. 
 
 

Sección Segunda 
 

Reparación del Daño 
 

ARTÍCULO 32. Conceptos y fijación de la reparación del daño 
La reparación del daño deberá ser plena, efectiva, proporcional a la gravedad del daño causado y 
a la afectación del desarrollo integral de la víctima u ofendido y, según la naturaleza del delito de 
que se trate, comprenderá en términos generales: 
 
I. El restablecimiento de las cosas en el estado en que se encontraban antes de cometerse el 
delito; 
 
II. La restitución del bien obtenido por el delito, con sus frutos y accesorios y, si no fuese 
posible, el pago de su valor actualizado. Si se trata de bienes fungibles, el Juez podrá condenar a 
la entrega de un objeto igual al que fuese materia de delito sin necesidad de recurrir a prueba 
pericial, y 
 
III. El pago del daño material y moral causado a la víctima o a las personas con derecho a la 
reparación del daño, incluyendo el de los tratamientos  curativos médicos y psicológicos sean 
necesarios para la recuperación de la salud de la víctima y sean consecuencia del delito, en los 
términos de la legislación de la materia. 
 
ARTÍCULO 33. Naturaleza de la reparación del daño 
La reparación del daño será fijada por los tribunales, atendiendo a las pruebas obtenidas en el 
proceso. No se podrá absolver a la persona sentenciada de la reparación del daño si se ha emitido 
una sentencia condenatoria. 
 
ARTÍCULO 34. Beneficiarios de la reparación del daño 
En orden de preferencia, tienen derecho a la reparación del daño: 
 
I. La víctima; 
 
II. El ofendido; 
 
III. Las personas que dependieran económicamente de él; 
 
IV. Sus descendientes, cónyuge o concubinario; 
 
V. Sus ascendientes; 
VI. Sus herederos;  
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VII. El Estado a través de la institución encargada de la asistencia a las víctimas del delito, en los 
casos en que demande el pago de la reparación del daño por haber cubierto el costo de los 
tratamientos curativos y psicoterapéuticos necesarios para las víctimas del delito, y 
 
VII. El Estado a través del área estatal encargada de la ecología y gestión ambiental, en los casos 
de delitos contra el medio ambiente.  
 
ARTÍCULO 35. Exigibilidad de la reparación del daño 
La reparación del daño proveniente del delito que deba cubrir el sentenciado tiene el carácter de 
pena pública; el Ministerio Público deberá acreditar su procedencia y monto, estando obligado a 
solicitarla íntegramente, sin menoscabo de que lo pueda solicitar directamente la víctima o el 
ofendido, en términos del Código Nacional de Procedimientos Penales y otros ordenamientos 
legales aplicables. 
 
Quien se considere con derecho a la reparación del daño y no pueda obtenerla ante el órgano 
jurisdiccional penal en virtud de sobreseimiento o sentencia absolutoria, o del no ejercicio de la 
acción penal por el Ministerio Público, podrá recurrir a la vía civil en los términos de la legislación 
correspondiente. 
 
El Ministerio Público y los Tribunales garantizaran los derechos de las víctimas en estricto apego a 
lo que señala la Ley General de Víctimas. 
 
 
ARTÍCULO 36. Monto de la Reparación del daño en caso de falta de pruebas 
La víctima u ofendido tienen el derecho de aportar las pruebas relativas al pago de la reparación 
del daño.  
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
En caso de homicidio y a falta de pruebas específicas respecto al daño causado, los tribunales 
tomarán como base el cuádruplo del valor de la unidad de medida y actualización diaria vigente al 
momento de ocurridos los hechos, y se multiplicará por 750 días más lo equivalente a 60 días del 
valor de la unidad de medida y actualización por concepto de gastos funerarios 
 
Cuando el daño se cause a las personas y produzca incapacidad total permanente, parcial 
permanente, total temporal, o parcial temporal, a falta de pruebas, la cuantía de la reparación se 
determinará atendiendo a las disposiciones que sobre riesgos establezca la Ley Federal del 
Trabajo. 
 
ARTÍCULO 37. Otros obligados al pago de la reparación del daño 
Son terceros obligados a la reparación del daño: 
 
I. Los ascendientes por los delitos de sus descendientes que se hallaren bajo su patria potestad; 
II. Los tutores, curadores o custodios, por los delitos de los incapacitados que se hallen bajo su 
autoridad; 
 
III. Los directores de internados o talleres que reciban en su establecimiento discípulos o 
aprendices, por los delitos que éstos ejecuten durante el tiempo que se hallen bajo el cuidado y 
dirección de aquéllos; 
 
IV. Las personas físicas o jurídicas colectivas por los delitos que cometan sus obreros, jornaleros, 
empleados, domésticos o artesanos, con motivo y en el desempeño de sus servicios; 
 
V. Las personas jurídicas colectivas, por los delitos de sus socios, agentes, o directores en los 
mismos términos en que, conforme a las leyes, sean responsables de las demás obligaciones que 
aquéllas contraigan; 
 



H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI 
INSTITUTO DE INVESTIGACIONES LEGISLATIVAS 

 

Descargala en: www.congresoslp.gob.mx 

 
16 

VI. En el caso de la fracción V del artículo 28 de este Código, la persona o personas beneficiadas 
con la afectación del bien jurídico, y 
 
VII. El Estado, los municipios y organismos descentralizados subsidiariamente por sus servidores 
públicos, cuando el delito se cometa con motivo o en el desempeño de sus empleos, cargos o 
comisiones. 
 
En todo caso, queda a salvo el derecho del Estado, los municipios y los organismos públicos 
descentralizados estatales o municipales, para ejercitar las acciones correspondientes contra el 
servidor público, funcionario o empleado responsable. 
 
ARTÍCULO 38. Responsabilidad Civil  
Cuando la reparación del daño sea exigible a terceros, tendrá el carácter de responsabilidad civil, 
independiente de la responsabilidad penal. 
 
ARTÍCULO 39. Tercero obligado 
La reparación del daño como responsabilidad civil, podrá exigirse subsidiariamente al tercero 
obligado. 
 
ARTÍCULO 40. Plazo para pagar la reparación del daño 
 
(REFORMADO, P.O. 20 DE AGOSTO DE 2018) 
El juzgador, teniendo en cuenta el monto de la reparación de los daños causados y la situación 
económica del obligado, podrá fijar plazo para el pago de la reparación del daño, de conformidad 
con lo previsto para estos casos en la Ley Nacional de Ejecución Penal. 
 
ARTÍCULO 41. Preferencia al pago de la reparación del daño 
La obligación de pagar la reparación del daño es preferente a cualquier otra que se hubiere 
contraído con posterioridad a la comisión del delito, salvo los referentes alimentos. 
 
Cuando sean varios los ofendidos y no resulte posible reparar el daño sufrido por todos ellos, se 
cubrirá proporcionalmente el daño causado de acuerdo con los recursos con que se dispone y 
subsistirá la obligación del sentenciado para pagar la parte que haga falta.  
 
ARTÍCULO 42. Obligación mancomunada y solidaria 
Cuando varias personas cometan el delito, el juez fijará el importe de la reparación del daño para 
cada uno de los responsables, según su participación en el hecho delictuoso y los conceptos que 
sean necesarios cubrir; la deuda se considerará como mancomunada y solidaria. 
 
ARTÍCULO 43. Formas de ejecución de la reparación del daño 
El pago de la reparación del daño puede ser negociado entre la víctima u ofendido, las personas 
morales que hubieren realizado erogaciones con motivo del hecho ilícito y el imputado o 
sentenciado, pero éste no obtendrá el beneficio de la suspensión condicional hasta en tanto se dé 
por satisfecha la reparación del daño. 
 
(REFORMADO, P.O. 20 DE AGOSTO DE 2018) 
(REFORMADO P.O. 03 DE MARZO DE 2020) 
Una vez decretado en sentencia firme, el cobro de la reparación del daño se hará efectivo con 
arreglo a lo dispuesto por la Ley Nacional de Ejecución Penal;  en su caso, el Código de 
Procedimientos Penales del Estado;  la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado; y demás 
disposiciones legales aplicables. 
 
ARTÍCULO 44. Otro destino de la reparación del daño 
 
(REFORMADO, P.O. 20 DE AGOSTO DE 2018) 
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Si la víctima u ofendido renuncian o no cobran la reparación del daño dentro del plazo de tres 
meses de haber sido requeridos, o no se encuentran identificados, el importe se aplicará al Fondo 
previsto en la Ley de Víctimas para el Estado. 
 
ARTÍCULO 45. Aplicación de las garantías económicas 
 
(REFORMADO, P.O. 20 DE AGOSTO DE 2018) 
Cuando el imputado se sustraiga a la acción de la justicia, las garantías económicas relacionadas 
con la libertad provisional se destinarán al Fondo previsto en la Ley de Víctimas para el Estado. 
 
 

Sección Tercera 
 

Sanción Pecuniaria 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 46. Sanción pecuniaria 
Consiste en el pago de una suma de dinero al Estado, fijada por días multa que será equivalente a 
un día del valor de la unidad de medida y actualización vigente en el lugar y en la época en que se 
cometió el delito. 
 
Para fijar el día multa se tomará en cuenta: 
 
I. El momento de la consumación, si el delito es instantáneo; 
 
II. El momento en que cesó la consumación, si el delito es permanente, o 
 
III. El momento de consumación de la última conducta, si el delito es continuado. 
 
(REFORMADO, P.O. 20 DE AGOSTO DE 2018) 
El plazo para su pago se determinará por la autoridad judicial en términos de lo previsto al respecto 
por la Ley Nacional de Ejecución Penal. 
 
(REFORMADO, P.O. 20 DE AGOSTO DE 2018) 
El importe de la multa y la sanción económica se destinarán al Fondo previsto en Ley de Víctimas 
para el Estado; al Poder Judicial del Estado; a la Fiscalía General del Estado; y a la Secretaría de 
Salud. 
 
En cualquier tiempo podrá cubrirse el importe de la sanción pecuniaria, descontándose de ésta la 
parte proporcional a las jornadas de trabajo prestado a favor de la comunidad o al tiempo de 
prisión que el sentenciado haya cumplido; tratándose de la sanción pecuniaria sustitutiva de la 
pena privativa de libertad, la equivalencia será a razón de un día de sanción pecuniaria por un día 
de prisión. 
 
 
ARTÍCULO 47. Multa proporcional a la responsabilidad 
Cuando varias personas cometan el delito, el juez fijará la sanción pecuniaria para cada uno de los 
responsables, según su participación en el hecho delictuoso y sus condiciones económicas.   
 
La multa será exigible por la autoridad judicial, en los mismos términos de la reparación del daño. 
 
 

Sección Cuarta 
 

Decomiso, Destrucción y Aplicación de los Instrumentos, Objetos y 
Productos Relacionados con el Delito 
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ARTÍCULO 48. Decomiso 
El decomiso consiste en la aplicación a favor del Estado, de los instrumentos, objetos o productos 
del delito, en los términos de la ley. 
 
Si son de uso lícito, se decomisarán sólo cuando el sujeto haya sido condenado por delito doloso; 
si pertenecen a un tercero, sólo se decomisarán cuando éste haya tenido conocimiento de su 
utilización para la comisión del delito y no lo denunció o no hizo cuanto estaba de su parte para 
impedirlo. 
 
ARTÍCULO 49. Destino de los instrumentos, objetos o productos del delito 
 
(REFORMADO, P.O. 20 DE AGOSTO DE 2018) 
La autoridad competente determinará el destino de los instrumentos, objetos o productos del delito, 
que se encuentren asegurados o decomisados. El numerario decomisado y los recursos que se 
obtengan por la enajenación de los bienes decomisados, una vez satisfecha la reparación a la 
víctima, serán entregados en partes iguales al Poder Judicial, a la Fiscalía General del Estado, a la 
Secretaría de Salud, y al Fondo previsto en la Ley de Víctimas del Estado, en los términos del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, y de la Ley Nacional de Ejecución Penal. 
 
ARTÍCULO 50. Destrucción de sustancias nocivas o peligrosas  decomisadas 
 
Si los instrumentos o cosas decomisadas, son sustancias nocivas o peligrosas, se destruirán sin 
demora,  a juicio de la autoridad que esté conociendo. 
 
ARTÍCULO 51. Término para disponer de bienes a disposición de la autoridad 
 
(REFORMADO, P.O. 20 DE AGOSTO DE 2018) 
Los objetos o valores que se encuentren a disposición de las autoridades investigadoras o de las 
jurisdiccionales, que no hayan sido decomisados y que no sean recogidos por quienes tengan 
derecho a ello, serán subastados en el término que señala la Ley de Administración de Bienes y el 
producto se destinará al Fondo previsto en Ley de Víctimas para el Estado; al Poder Judicial del 
Estado; a la Fiscalía General del Estado; y a la Secretaría de Salud. 
 
Los bienes perecederos de consumo que no sean reclamados de inmediato,   deberán ser 
donados a instituciones de asistencia pública, a criterio de la autoridad que esté conociendo del 
asunto.  
 
(REFORMADO, P.O. 20 DE AGOSTO DE 2018) 
En el caso de bienes que se encuentren a disposición de las autoridades investigadora o 
jurisdiccional que no se deban destruir y que no se puedan conservar o sean de costoso 
mantenimiento, se procederá a su venta inmediata en subasta pública y el producto se dejará a 
disposición de quien tenga derecho al mismo, por un lapso a partir de la notificación que se le 
haga; transcurrido el cual se aplicará al Fondo previsto en Ley de Víctimas para el Estado; al Poder 
Judicial del Estado; a la Fiscalía General del Estado; y a la Secretaría de Salud. 

 
 

Sección Quinta 
 

Suspensión y Privación de Derechos 
 

 
ARTÍCULO 52. Suspensión 
Consiste en la pérdida temporal de derechos. 
 
ARTÍCULO 53. La inhabilitación 
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Consiste en la incapacidad temporal o definitiva para ejercer determinados derechos.  
 
ARTÍCULO 54. Clasificación de la suspensión y de la inhabilitación 
La suspensión, y la inhabilitación pueden ser: 
 
I. Las que se imponen por ministerio de ley como consecuencia necesaria de la pena de 
prisión, y 
 
II. Las que se imponen como pena autónoma. 
 
En el primer caso, la suspensión o la inhabilitación comienzan y concluyen con la pena de que 
sean consecuencia. 
 
En el segundo, la suspensión, o la inhabilitación se imponen con otra privativa de libertad. 
Comenzarán al quedar cumplida ésta. Si no van acompañadas de prisión, se empezará a contar 
desde que cause ejecutoria la sentencia. 
 
La prisión suspende e inhabilita los derechos políticos y de tutela, curatela, apoderado, defensor, 
albacea, perito, interventor de quiebra, árbitro y representante de ausentes. 
 
Concluido el tiempo o causa de la suspensión de derechos, la rehabilitación operará sin necesidad 
de declaratoria judicial. 
 
Quienes concurran con las personas que estuvieran bajo su patria potestad, tutela, curatela, 
guarda, o de un sujeto a interdicción, a la comisión de un delito o cometa alguno de ellos contra 
bienes jurídicos de éstos, será privado definitivamente de los derechos inherentes a la patria 
potestad, tutela, curatela o la guarda. 
 
 

Sección Sexta 
 

Suspensión o privación; inhabilitación; y destitución  de empleos, profesiones u oficios 
 
ARTÍCULO 55. Definición de la suspensión, privación e inhabilitación 
La suspensión consiste en la pérdida temporal de derechos. 
 
La privación consiste en la pérdida definitiva de derechos. 
 
La inhabilitación implica la incapacidad temporal para obtener y ejercer cargos, comisiones o 
empleos públicos 
 
La suspensión, y la inhabilitación de empleo, profesión u oficio, solamente se impondrán cuando el 
delito haya sido cometido aprovechándose del desempeño de dicha actividad y conforme lo 
establece este Código. 
 
ARTÍCULO 56. Destitución 
La destitución consiste en la privación definitiva del empleo, cargo o comisión de cualquier 
naturaleza en el servicio público. 
 
La destitución se impondrá siempre como pena independiente cuando esté señalada 
expresamente por la ley al delito, o éste fuere cometido por el inculpado haciendo uso de la 
autoridad, ocasión o medios que le proporcionare la función, empleo o comisión.  
 
 

Sección Séptima 
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Tratamiento en Libertad 
 
ARTÍCULO 57. Concepto, aplicación y duración 
El tratamiento en libertad, consiste en la aplicación, según el caso, de las medidas laborales, 
educativas, de salud o de cualquier otra índole autorizadas por la ley, orientadas a la reinserción 
social del sentenciado y bajo la supervisión de la autoridad ejecutora. 
 
Esta se podrá imponerse como pena autónoma o sustitutiva de la prisión, sin que su duración 
pueda exceder de la correspondiente a la pena de prisión sustituida. 
 
El tratamiento en libertad podrá imponerse conjuntamente con las medidas de seguridad 
tendientes a la deshabituación o desintoxicación del sentenciado, cuando así se requiera. 
En todo caso pena y medida deberán garantizar la dignidad y la libertad de conciencia del 
sentenciado. 
 
 

Sección Octava 
 

Tratamiento en Semilibertad 
 
ARTÍCULO 58. Concepto, aplicación y duración 
El tratamiento en semilibertad implica  la alternancia de períodos de libertad y privación de la 
libertad. Se impondrá y cumplirá, según las circunstancias del caso, del siguiente modo:  
 
I. Externación durante la semana de trabajo, con reclusión de fin de semana; 
 
II. Salida de fin de semana con reclusión durante el resto de ésta; 
 
III. Salida diurna con reclusión nocturna; 
 
IV. Salida nocturna con reclusión diurna,o 
 
V. Restricción de movimientos establecidos en geocerca y medio de dispositivo electrónico, 
ésteúltimo costeado por el sentenciado. 
 
La semilibertad podrá imponerse como pena autónoma o como sustitutiva de la prisión. En este 
último caso, la duración no podrá exceder de la que corresponda a la pena de prisión sustituida. 
 
En todo caso, la semilibertad se cumplirá bajo el cuidado de la autoridad ejecutora. 
 
El tratamiento en libertad no se aplicará para los delitos a los que se refiere el artículo 167 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales.  
 
 

Sección Novena 
 

Trabajo a favor de la Comunidad 
 
ARTÍCULO 59. Concepto, aplicación y duración 
El trabajo en favor de la comunidad consiste en la prestación de servicios no remunerados, en 
instituciones públicas, educativas, de asistencia o servicio social, o en instituciones privadas de 
asistencia no lucrativas, que la ley respectiva regule y se cumplirá bajo la orientación y vigilancia de 
la autoridad ejecutora. 
 
El trabajo en favor de la comunidad, se llevará a cabo en jornadas dentro de períodos distintos al 
horario de las labores que represente la fuente de ingresos para la subsistencia del sentenciado y 
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la de su familia, sin que pueda exceder de la jornada ordinaria que determina la ley laboral. La 
extensión de la jornada será fijada por el juez tomando en cuenta las circunstancias del caso, y por 
ningún concepto se desarrollará en forma que resulte degradante o humillante para el sentenciado. 
 
Podrá imponerse como pena autónoma o como sustantiva de la pena de prisión o de multa, según 
el caso. 
 
Cada día de prisión o cada día de multa, será sustituido por una jornada de trabajo en favor de la 
comunidad. 
 
(ADICIONADO, P.O. 20 DE AGOSTO DE 2018) 
Esta pena no privativa de la libertad, se aplicará conforme a lo establecido en los artículos, 165, 
166, y 167, de la Ley Nacional de Ejecución Penal. 
 
 

CAPÍTULO II 
 

Medidas de Seguridad 
 
ARTÍCULO 60. Concepto 
Es aquella que se impone por el juez o tribunal según lo que establece la ley, a  quien  ha cometido 
un delito con el objeto de salvaguardar los derechos de la víctima o la sociedad.  
 
Las medidas de seguridad que se pueden imponer con arreglo a este Código son: 
 
I. Vigilancia de la autoridad; 
 
II. Tratamiento de inimputables o imputables disminuidos;  
 
III. Tratamiento de deshabituación o desintoxicación; 
 
IV. Prohibición de ir a un lugar determinado u obligación de residir en él, y 
 
V. Prohibición de comunicarse por cualquier medio, por sí o por interpósita persona con la 
víctima u ofendido, o con las víctimas indirectas. 
 
 

Sección Primera 
 

Vigilancia de la  Autoridad 
 
ARTÍCULO 61. Aplicación y duración. 
La vigilancia de la autoridad consiste en la supervisión y orientación de la conducta del 
sentenciado, ejercidas por personal especializado dependiente de la autoridad competente, con la 
finalidad exclusiva de coadyuvar a la reinserción social del sentenciado y a la protección de la 
comunidad. 
 
La autoridad judicial deberá disponer esta supervisión cuando en la sentencia imponga una 
sanción que restrinja la libertad o derechos; sustituya la pena de prisión por otra sanción; o 
conceda la suspensión condicional,  y en los demás casos en que la ley disponga. Su duración no 
deberá exceder de la correspondiente a la pena o medida de seguridad. 
 
(ADICIONADO, P.O. 20 DE AGOSTO DE 2018) 
La ejecución de la vigilancia o monitoreo del sentenciado, corresponderá aplicarla a la autoridad de 
seguridad pública competente, en términos de lo dispuesto en el artículo 168 de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal. 
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Sección Segunda 
 

Tratamiento de Inimputables o Imputables Disminuidos 
 
ARTÍCULO 62. Tratamiento para inimputables 
Cuando la causa de inimputabilidad sea permanente, la autoridad judicial dispondrá la medida de 
tratamiento aplicable, ya sea en internamiento o en libertad, previo el procedimiento penal 
respectivo. En el primer caso, el inimputable será internado en la institución correspondiente para 
su tratamiento durante el tiempo que se estime necesario para su cuidado y control, sin rebasar el 
previsto en el artículo 31 de este Código. 
 
Si se trata de trastorno mental transitorio se aplicará la medida a que se refiere el párrafo anterior si 
lo requiere, en caso contrario, se le pondrá en absoluta libertad. 
 
Para la imposición de la medida a que se refiere este capítulo, se requerirá que la conducta del 
sujeto no se encuentre justificada. 
 
En caso de personas con desarrollo intelectual retardado o trastorno mental, la medida de 
seguridad tendrá carácter terapéutico en lugar adecuado para su aplicación. 
 
Queda prohibido aplicar la medida de seguridad en instituciones de reclusión preventiva o de 
ejecución de sanciones penales. El Ejecutivo deberá contar con las instalaciones adecuadas 
dentro o fuera de las instituciones propias para la ejecución de la medida. 
 
ARTÍCULO 63. Custodia para inimputables. 
El juez o en caso la autoridad competente podrá entregar al inimputable a sus familiares o a las 
personas que conforme a la ley tengan la obligación de hacerse cargo de él, siempre y cuando 
reparen el daño, se obliguen a tomar las medidas adecuadas para el tratamiento y vigilancia del 
inimputable y garanticen a satisfacción de la autoridad judicial, el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas. 
 
Esta medida podrá revocarse cuando se deje de cumplir con las obligaciones contraídas. 
 
ARTÍCULO 64. Actualización de la medida 
La autoridad judicial podrá resolver sobre la modificación o conclusión de la medida, considerando 
las necesidades del tratamiento, que se acreditaran mediante revisiones periódicas, con la 
frecuencia y características del caso. 
 
ARTÍCULO 65. Tratamiento para imputables disminuidos 
Si la capacidad del autor sólo se encuentra considerablemente disminuida, por desarrollo 
intelectual retardado o por trastorno mental, a juicio del juzgador se le impondrá de una cuarta 
parte de la mínima hasta la mitad de la máxima de las penas aplicables para el delito cometido, o 
las medidas de seguridad correspondientes, o bien ambas, tomando en cuenta el grado de 
afectación, conforme al dictamen pericial correspondiente. 
 
ARTÍCULO 66. Duración 
La duración del tratamiento para el inimputable, en ningún caso excederá del máximo de la pena 
privativa de libertad que se aplicaría por ese mismo delito a sujetos imputables. 
 
Concluido el tiempo del tratamiento, la autoridad competente deberá poner al inimputable a 
disposición de las autoridades de salud para que continúe con el mismo. Los familiares podrán  
continuar con el tratamiento cuando así lo soliciten. 
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Sección Tercera 
 

Tratamiento de Deshabituación o Desintoxicación 
 
ARTÍCULO 67. Aplicación del tratamiento 
Cuando el sujeto haya sido sentenciado por un delito cuya comisión haya sido determinada por la 
adicción en el consumo de bebidas alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicos o sustancias que 
produzcan efectos similares, independientemente de la pena que corresponda, se le aplicará 
tratamiento de deshabituación o desintoxicación, el cual no podrá exceder del término de la pena 
impuesta por el delito cometido, ni ser inferior a un año. 
 
 

Sección Cuarta 
 

Prohibición de ir a un lugar Determinado u Obligación de Residir en él 
 
ARTÍCULO 68. Aplicación 
En atención a las circunstancias del delito, del delincuente y del ofendido, el juez impondrá las 
medidas siguientes: prohibir al sentenciado que vaya a un lugar determinado o que resida en él, 
conciliando la exigencia de tranquilidad pública y la seguridad del ofendido. 
Estas medidas no podrán ser mayores al término de la pena impuesta. 
 
 

Sección Quinta 
 

Prohibición de Comunicación con Persona Determinada 
 
ARTÍCULO 69. Aplicación 
Prohibir al sentenciado se comunique por cualquier medio, por si o por interpósita persona, con la 
víctima o el ofendido, víctimas indirectas o testigos. 
 
 

CAPÍTULO III 
 

Consecuencias Jurídicas  para las  Personas Morales 
 
ARTÍCULO 70. Catálogo de consecuencias jurídicas 
Las consecuencias jurídicas accesorias aplicables a las personas morales que se encuentran en 
los supuestos previstos en el artículo 27 de este código son: 
 
I. Suspensión. Consiste en la cesación de la actividad de la persona moral durante el tiempo 
que determine la autoridad judicial, la cual no podrá exceder de dos años; 
 
II. Disolución y liquidación. Consiste en la conclusión  y liquidación definitiva de toda actividad 
social de la persona moral; además de la imposibilidad de constituir una nueva sociedad con el 
mismo objeto social e integrantes;  mediante los procedimientos que establece la Ley General de 
Sociedades Mercantiles; 
 
III. Prohibición de realizar determinados negocios u operaciones. Se refiere exclusivamente a 
los que determine la autoridad judicial, que deberán tener relación directa con el delito cometido, y 
podrá ser hasta por cinco años.; 
 
IV. Remoción. Consiste en la sustitución de los administradores por uno designado por la 
autoridad judicial, durante un período máximo de tres años, y 
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V. Intervención de administración, y caja. Consiste en la vigilancia de las funciones que 
realizan los órganos de representación de la persona moral, hasta por tres años. 
 
En los casos señalados en las fracciones II y V, se observará el procedimiento establecido en las 
leyes de la materia. 
 
ARTÍCULO 71. Protección de los derechos de trabajadores y terceros 
Al imponer las consecuencias jurídicas accesorias previstas en este capítulo, el juez tomará las 
medidas pertinentes para dejar a salvo los derechos de los trabajadores y terceros frente a la 
persona jurídica colectiva, así como aquellos otros derechos que sean exigibles frente a otras 
personas, derivados de actos celebrados con la persona moral sancionada. 
 
Estos derechos quedan a salvo, aún cuando el juez no tome las medidas a que se refiere el párrafo 
anterior. 

 
 

TÍTULO QUINTO 
 

APLICACIÓN DE LAS PENAS Y LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD 
 
 

CAPÍTULO I 
 

Reglas Generales 
 
ARTÍCULO 72. Arbitrio judicial para la imposición de sanciones, o medidas de seguridad 
Dentro de los límites fijados por la ley, los jueces y tribunales impondrán las sanciones, o medidas 
de seguridad; así como las consecuencias jurídicas para las personas morales, establecidas en la 
ley, teniendo en cuenta las circunstancias exteriores de ejecución y las peculiares del delincuente, 
en los términos del artículo 74 de este Código. 
 
Cuando se trate de punibilidad alternativa, en la que se contemple pena de prisión, la autoridad 
judicial podrá imponer motivando su resolución, la sanción privativa de libertad sólo cuando ello 
sea ineludible para los fines de justicia, prevención general y prevención especial. 
 
ARTÍCULO 73. Fijación de la pena para  delitos consumados 
En los casos en que este Código disponga penas en proporción a las previstas para el delito 
doloso consumado, la punibilidad aplicable será para todos los efectos legales, la que resulte de la 
elevación o disminución, según corresponda, de los términos mínimo y máximo de la pena prevista 
por aquél. Cuando se trate de prisión, la pena mínima nunca será menor de un mes. 
 
Cuando se prevea la disminución o el aumento de una pena con referencia a otra, se fijará con 
relación a los términos mínimo y máximo de la punibilidad que sirva de referencia. 
 
En estos casos, el juzgador individualizará la pena tomando como base el nuevo marco de 
referencia que resulte del aumento o disminución. 
 
En ningún caso se podrán rebasar los extremos previstos en este Código. 
Lo previsto en el párrafo anterior no es aplicable para la reparación del daño. 
 
ARTÍCULO 74. Criterios de individualización 
El juez, al dictar sentencia condenatoria, determinará la pena y medida de seguridad establecida 
para cada delito y las individualizará dentro de los límites señalados, con base en la gravedad del 
ilícito y el grado de culpabilidad del agente, tomando en cuenta: 
 
I. La naturaleza de la acción u omisión y los medios empleados para ejecutarla; 
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II. La magnitud del daño causado al bien jurídico o del peligro en que éste fue colocado; 
 
III. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión del hecho realizado; 
 
IV. La forma y grado de intervención del agente en la comisión del delito; los vínculos de 
parentesco, amistad o relación entre el activo y el pasivo, así como su calidad y la de la víctima u 
ofendido; 
 
V. La edad, el nivel de educación, las costumbres, condiciones sociales, económicas y 
culturales del sujeto, así como los motivos que lo impulsaron o determinaron a delinquir. Cuando el 
procesado pertenezca a un grupo étnico o pueblo indígena, se tomarán en cuenta, además, sus 
tradiciones y sistemas normativos, y lo que disponga la Ley de Justicia Indígena y Comunitaria del 
Estado de San Luis Potosí; 
 
VI. Las condiciones de salud físicas y psíquicas específicas en que se encontraba el activo en 
el momento de la comisión del delito; 
 
VII. Las circunstancias del activo y pasivo, antes y durante la comisión del delito, que sean 
relevantes para individualizar la sanción, incluidos en su caso, los datos de violencia, la relación de 
desigualdad o de abuso de poder entre el agresor y la víctima vinculada directamente con el hecho 
delictivo, así como el comportamiento posterior del acusado con relación al delito cometido, y 
 
VIII. Las demás circunstancias especiales del agente, que sean relevantes para determinar la 
posibilidad que tuvo de haber ajustado su conducta a las exigencias de la norma. 
 
Para la adecuada aplicación de las penas y medidas de seguridad, el juez deberá tomar 
conocimiento directo del sujeto; de la víctima u ofendido. 
 
ARTÍCULO 75. Circunstancias particulares del ofendido 
No es imputable al acusado el aumento de gravedad proveniente de circunstancias particulares del 
ofendido, si las ignoraba inculpablemente al cometer el delito. 
 
ARTÍCULO 76. Circunstancias personales y subjetivas 
El aumento o la disminución de la pena, fundados en las relaciones personales o en las 
circunstancias subjetivas del autor de un delito, no son aplicables a los demás sujetos que 
intervinieron en aquél. Son aplicables las que se funden en circunstancias objetivas, si los demás 
sujetos tienen conocimiento de ellas. 
 
ARTÍCULO 77. Racionalidad de la pena 
El juez, podrá prescindir de la imposición de la pena privativa o restrictiva de la libertad o sustituirla 
por una menos grave o por una medida de seguridad, cuando la imposición resulte notoriamente 
innecesaria e irracional, en razón de que el agente: 
 
I. Con motivo del delito cometido, haya sufrido consecuencias graves en su persona; 
 
II. Presente senilidad avanzada,  o  
 
III. Padezca enfermedad grave e incurable avanzada o precario estado de salud. En estos 
casos, la autoridad judicial tomará en cuenta el resultado de los dictámenes médicos y asentará 
con precisión, en la sentencia, las razones de su determinación. 
 
Se exceptúa la reparación del daño y la sanción pecuniaria, por lo que no se podrá prescindir de su 
imposición. 
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CAPÍTULO II 
 

Punibilidad de los Delitos Culposos 
  
ARTÍCULO 78. Punibilidad para los delitos culposos 
Los delitos culposos se castigarán con prisión de un mes a cinco años, así como con la suspensión 
hasta de dos años o la privación definitiva de derechos para ejercer la profesión u oficio que dio 
origen a la conducta culposa. 
 
ARTÍCULO 79. Punibilidad para conductores de vehículos del servicio de transporte público. 
Cuando, a consecuencia de la conducta culposa del personal que conduzca vehículos de motor 
que presten servicio de transporte público de pasajeros se cause un homicidio, la pena de prisión 
será de cuatro a siete años, más la reparación del daño conforme al artículo 32 de este Código y, 
en su caso, la suspensión hasta por tres años o la privación del derecho de conducir vehículos de 
motor, como medida de seguridad. Si el resultado fuese de dos o más homicidios, la prisión será 
de cuatro a nueve años, más la reparación del daño y suspensión hasta por cinco años o la 
privación del derecho de conducir vehículos de motor. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 80. Punibilidad para los delitos de daño en las cosas 
A quien, por culpa, ocasione únicamente daño en las cosas que no sea mayor del equivalente a 
cien veces el valor de la unidad de medida y actualización, se le impondrá sanción pecuniaria 
hasta por el valor del daño causado, más la reparación de éste. La misma pena se aplicará al autor 
del delito culposo tratándose de daños ocasionados con motivo del tránsito de vehículos, 
cualquiera que sea el monto de aquellos. 
 
Este delito se perseguirá por querella necesaria. 
 
ARTÍCULO 81. Requisito de procedibilidad para el delito de lesiones con motivo del tránsito 
de vehículos 
Sólo a petición del ofendido o de su legítimo representante se procederá contra quien, por culpa y 
con motivo del tránsito de vehículos, cause lesiones, cualquiera que sea su naturaleza, siempre 
que el conductor no se hubiese encontrado en estado de ebriedad o bajo el influjo de 
estupefacientes, psicotrópicos o de cualquiera otra sustancia que produzca efectos similares y no 
haya dejado abandonada a la víctima. 
 
ARTÍCULO 82. Requisito de procedibilidad para los delitos de lesiones y homicidio por culpa 
en contra de consanguíneos  y colaterales hasta el cuarto grado 
Solamente por querella necesaria podrá procederse en contra de quien, por culpa, ocasione 
lesiones u homicidio a su cónyuge, concubina, concubinario, ascendientes y descendientes 
consanguíneos en línea recta y parientes colaterales hasta el cuarto grado, o cuando exista entre 
el agente y el pasivo una relación de pareja permanente, siempre y cuando el imputado no se 
encuentre, al momento de cometer el delito, en estado de ebriedad o bajo los efectos de 
estupefacientes, psicotrópicos o de cualquiera otra sustancia que produzca efectos similares. 
 
ARTÍCULO 83. Arbitrio judicial para la calificación de la gravedad de la culpa 
La calificación de la gravedad de la culpa queda al arbitrio de la autoridad judicial, quien deberá 
considerar las circunstancias generales señaladas en el artículo 74 de este Código y las especiales 
siguientes: 
 
I. La mayor o menor posibilidad de prever y evitar el daño que resultó; 
 
II. El deber de cuidado del imputado que le es exigible por las circunstancias y condiciones 
personales que la actividad o el oficio que desempeñe le impongan; 
 
III. Si el imputado ha delinquido anteriormente en circunstancias semejantes; 
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IV.  Si tuvo tiempo para desplegar el cuidado necesario para no producir o evitar el daño que 
se produjo, y  
 
V. El estado de las cosas, entorno y demás condiciones externas que hayan contribuido al 
resultado. 
 
 

CAPÍTULO III 
 

Punibilidad para los Delitos en Grado De Tentativa 
 
ARTÍCULO 84.Punibilidad para los delitos en grado de tentativa 
La punibilidad aplicable a la tentativa, será de entre una tercera parte de la mínima y dos terceras 
partes de la máxima, previstas para el correspondiente delito doloso consumado que el sujeto 
activo quiso realizar. 
 
En la aplicación de las penas o medidas de seguridad a que se refiere este artículo, la autoridad 
judicial tendrá en cuenta, además de lo previsto en el artículo 74 de este Código, el mayor o menor 
grado de aproximación a la consumación del delito y la magnitud del peligro en que se puso al bien 
jurídico protegido. 
 
 

CAPÍTULO IV 
 

Punibilidad  en caso de, Concurso de Delitos; y de Delito Continuado 
 
ARTÍCULO 85. Punibilidad  en concurso de delitos 
En caso de concurso ideal, se impondrán las sanciones correspondientes al delito que merezca la 
mayor penalidad, las cuales podrán aumentarse sin rebasar la mitad del máximo de la duración de 
las penas correspondientes de los delitos restantes, si las sanciones aplicables son de la misma 
naturaleza; cuando sean de diversa naturaleza podrán imponerse las penas correspondientes a los 
restantes delitos. En ningún caso, la pena aplicable podrá exceder de los máximos señalados en el 
Título Cuarto de la Parte General de este Código. 
 
En caso de concurso real, se impondrá la pena del delito que merezca la mayor, la cual podrá 
aumentarse con las penas que la ley contempla para cada uno de los delitos restantes, sin que 
exceda del máximo señalado en el artículo 31 de este Código. 
 
ARTÍCULO 86. Punibilidad para el delito continuado. 
En caso de delito continuado, se aumentarán en una mitad las penas que la ley prevea para el 
delito cometido. 
 
 

CAPÍTULO V 
 

Punibilidad de la Complicidad,  Auxilio en Cumplimiento de 
Promesa  Anterior; y Autoría Indeterminada 

 
ARTÍCULO 87. Punibilidad para la complicidad; auxilio en cumplimiento de promesa anterior   
Para los casos a que se refieren las fracciones V y VI del artículo 21 de este Código, la penalidad 
será de las tres cuartas partes del mínimo y del máximo de las penas o medidas de seguridad 
previstas para el delito cometido, de acuerdo con la modalidad respectiva. 
 
ARTÍCULO 88. Punibilidad para autoría indeterminada 
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Para el caso previsto en el artículo 26 de este Código, la penalidad será de las tres cuartas partes 
del mínimo a las tres cuartas partes del máximo de las penas o medidas de seguridad 
correspondientes para el delito cometido, según su modalidad. 
 
 

CAPÍTULO VI 
 

Error Vencible y Exceso en las Causas de Licitud 
 
ARTÍCULO 89. Punibilidad en caso de error vencible 
En caso de que sea vencible el error a que se refiere el inciso a), fracción VIII del artículo 28 de 
este Código, se impondrá la punibilidad del delito culposo, si el hecho de que se trata admite dicha 
forma de realización. 
 
Si el error vencible es el previsto en el inciso b) de dicho precepto, la pena será de hasta una 
tercera parte del delito de que se trate. 
 
Al que incurra en exceso, en los casos previstos en la fracciones IV, V y VI del artículo 29 de este 
Código, se le impondrá la cuarta parte de las penas o medidas de seguridad, correspondientes al 
delito de que se trate, siempre y cuando con relación al exceso, no exista otra causa de exclusión 
del delito. 
 
 

CAPÍTULO VII 
 

Punibilidad de los Delitos Cometidos en Agravio de,  Menores; Incapaces;  y 
Personas Adultas Mayores 

 
ARTÍCULO 90. Punibilidad agravada 
En los delitos dolosos cometidos en agravio de menores de dieciocho años; incapaces física, 
mental o jurídicamente; y los mayores de sesenta se aumentará la cuarta parte de la pena que 
corresponda, según el delito de que se trate. 
 
No se aplicará esta disposición en los casos en que este ordenamiento, al establecer la pena, tome 
en cuenta de manera expresa la edad del ofendido. 
 
En los delitos que por las razones previstas en este artículo consagren agravante en monto 
superior a la cuarta parte de la pena, se aplicará la correspondiente a la mayor penalidad. 
 
 
(DEROGADO CON LOS ARTICULOS QUE LO INTEGRAN, P.O. 12 DE SEPTIEMBRE DE 2017) 

CAPÍTULO VIII 
 

Sustitución de Penas 
 
ARTÍCULO 91. (DEROGADO P.O. 12 SEPTIEMBRE DE 2017) 
 
ARTÍCULO 92. (DEROGADO P.O. 12 SEPTIEMBRE DE 2017) 
 
ARTÍCULO 93. (DEROGADO P.O. 12 SEPTIEMBRE DE 2017) 
 
ARTÍCULO 94. (DEROGADO P.O. 12 SEPTIEMBRE DE 2017) 
 
 

CAPÍTULO IX 
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Suspensión Condicional de la Pena de Prisión 
 
ARTÍCULO 95. Naturaleza y requisitos 
La suspensión condicional es una facultad por la cual la autoridad judicial al emitir sentencia podrá 
suspender la ejecución de las penas de prisión y sanción pecuniaria. Tiene por objeto fundamental 
permitir al sentenciado su reinserción a la sociedad, cumpliendo así la sanción que se le impuso.  
 
El otorgamiento y disfrute del beneficio de la suspensión condicional de la pena se sujetará a lo 
siguiente:   
 
I. El juzgador, al dictar sentencia, suspenderá motivadamente la ejecución de las penas, a petición 
de parte o de oficio, si concurren estas condiciones:  
 
(REFORMADO P.O. 31 DICIEMBRE DE 2017) 

a) Que la condena se refiera a una pena de prisión que no exceda de cinco años y que no se trate 
de sentencias dictadas por delito grave, así como por los delitos de robo a casa habitación; robo de 
vehículo; y robo de vehículo equiparado. 
 
b) Que sea la primera vez que el sentenciado incurre en un delito doloso y, además, haya 
evidenciado buena conducta, antes y después del hecho punible. No será considerado en su 
perjuicio el hecho de que sea o haya sido farmacodependiente, pero estará sujeto al cumplimiento 
del requisito que señala el inciso e) de la fracción II de este artículo. 
 
c) Que, por sus antecedentes personales o modo honesto de vivir, así como por la naturaleza y 
móviles del delito, se presuma que el sentenciado no volverá a delinquir; 
 
II. Para gozar de este beneficio el sentenciado deberá:   
 
a) Otorgar garantía o sujetarse a las medidas que se le fijen para asegurar su presentación ante la 
autoridad, siempre que fuere requerido. 
 
b) Obligarse a residir en determinado lugar, del que no podrá ausentarse sin permiso de la 
autoridad que ejerza cuidado y vigilancia sobre él. 
 
c)  Desempeñar, en el plazo que se le fije, profesión, arte, oficio u ocupación lícitos. 
 
d) Abstenerse del abuso de bebidas embriagantes, y del consumo de estupefacientes, 
psicotrópicos u otras substancias que produzcan efectos similares, salvo por prescripción médica. 
 
e) Someterse a tratamiento médico correspondiente para su rehabilitación, bajo vigilancia de la  
autoridad ejecutora, en los casos que el sentenciado se haya considerado farmacodependiente, y  
 
f) Reparar el daño causado. 
 
Cuando por sus circunstancias personales no pueda reparar desde luego el daño causado, dará 
caución o se sujetará a las medidas que a juicio del juez o tribunal sean bastantes para asegurar 
que cumplirá esta obligación, en el plazo que se le fije; 
 
III. La suspensión comprenderá la pena de prisión, y en cuanto a la sanción pecuniaria y las demás 
sanciones impuestas, el juez o tribunal resolverán discrecionalmente según las circunstancias del 
caso; 
 
IV. A quienes se haya suspendido la ejecución de la sentencia, se les hará saber lo dispuesto en 
este artículo, lo que se asentará en diligencia formal, sin que la falta de ésta,  impida, en su caso, 
la aplicación de lo prevenido en el mismo; 
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V. Los sentenciados que disfruten de los beneficios de la suspensión condicional quedarán sujetos 
al cuidado y vigilancia de la autoridad ejecutora; 
 
VI. En caso de haberse nombrado fiador para el cumplimiento de las obligaciones contraídas en los 
términos de este artículo, la obligación de aquél concluirá seis meses después de transcurrido el 
término a que se refiere la fracción VII de este numeral, siempre que el delincuente no diere lugar a 
nuevo proceso, o cuando en éste se pronuncie sentencia absolutoria. Cuando el fiador tenga 
motivos fundados para no continuar desempeñando el cargo, los expondrá al juez a fin de que 
éste, si los estima justos, prevenga al sentenciado para que presente nuevo fiador dentro del plazo 
que prudentemente le fije, apercibido de que se hará efectiva la sanción si no lo hace. En caso de 
muerte o insolvencia del fiador, el sentenciado estará obligado a poner el hecho en conocimiento 
del juez para el efecto y bajo el apercibimiento antes expresado; 
 
VII. Si durante el término de duración de la pena, contado desde la fecha que cause ejecutoria la 
sentencia, el sentenciado no diere lugar a nuevo proceso por delito doloso que concluya con una 
sentencia condenatoria, se considerará extinguida la sanción fijada en aquélla. En caso contrario, 
se hará efectiva la primera sentencia, además de la segunda. Tratándose de delito culposo, la 
autoridad competente resolverá motivadamente si debe aplicarse o no la sanción suspendida; 
 
VIII. Los hechos que originen el nuevo proceso interrumpen el término a que se refiere la fracción 
VII de este artículo, tanto si se trata de delito doloso como culposo, hasta que se dicte sentencia  
firme; 
 
IX. En caso de falta de cumplimiento de las obligaciones contraídas por el sentenciado, el juez 
podrá hacer efectiva la sanción suspendida, o amonestarlo con el apercibimiento de que, si vuelve 
a faltar a alguna de las condiciones fijadas, le hará efectiva dicha sanción, y 
 
X. Quien considere que al dictarse sentencia reunía las condiciones fijadas en este precepto y que 
está en aptitud de cumplir los demás requisitos que aquí se establecen, si fue por inadvertencia de 
su parte o de los tribunales que no obtuvo en la sentencia el otorgamiento de la suspensión 
condicional, podrá promover ante el Juez de Ejecución. 
 
 

TÍTULO SEXTO 
 

EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES PENALES 
 
 

CAPÍTULO ÚNICO 
 
ARTÍCULO 96. Autoridad competente para ejecutar las penas y medidas de seguridad 
La ejecución de las penas y medidas de seguridad impuestas dentro de las causas penales, 
corresponde al Poder Judicial, y al Poder Ejecutivo del Estado, en el ámbito de sus respectivas 
competencias. 
 
Siempre que se imponga una sanción pecuniaria y el sentenciado no haga el pago de la misma en 
el plazo concedido, se hará efectiva mediante el procedimiento de ejecución. 
 
ARTÍCULO 97. Incumplimiento de una pena 
La imposición de una pena de suspensión, privación o inhabilitación de derechos, o bien de 
funciones, empleos, profesión u oficio, origina el deber jurídico de cumplirlas y su no acatamiento 
constituye delito de desobediencia a un mandato legítimo de autoridad. 
 
 

TÍTULO SÉPTIMO 
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EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL,  Y DE LA POTESTAD 
DE EJECUTAR LAS PENAS,  Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 
 

CAPÍTULO I 
 

Reglas generales 
 
ARTÍCULO 98. Causas de extinción 
Son causas de extinción de la acción penal, y de la facultad para ejecutar las penas y medidas de 
seguridad, las siguientes: 
 
I. Cumplimiento de la pena o medida de seguridad; 
 
II. Muerte del inculpado o sentenciado; 
 
III. Reconocimiento de la inocencia del sentenciado; 
 
IV. Perdón de la víctima o del ofendido; 
 
V. Rehabilitación; 
 
VI. Conclusión del tratamiento de inimputables; 
 
VII. Indulto; 
 
VIII. Amnistía; 
 
IX. Prescripción; 
 
X. Supresión del tipo penal; 
 
XI. Existencia de una sentencia anterior dictada en proceso seguido por los mismos hechos; 
 
XII. Criterio de oportunidad; 
 
XIII. Acuerdos reparatorios; 
 
XIV. Suspensión condicional del proceso a prueba, y 
 
XV. Las demás que se establezcan en la ley. 
 
ARTÍCULO 99. Resolución sobre extinción punitiva 
La resolución sobre la extinción punitiva se dictará de oficio o a solicitud de parte. 
 
Las penas y medidas de seguridad ya impuestas, que deban extinguirse por alguno de los 
supuestos a que se refiere la fracción III del artículo anterior, estarán sujetas al recurso de revisión 
previsto en el Código Nacional de Procedimientos Penales. 
 
La extinción que se produzca en los términos del artículo  anterior no abarca el decomiso de 
instrumentos, objetos y productos del delito.   
 
 

CAPÍTULO II 
 

Cumplimiento de la Pena, y Medida de Seguridad 
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ARTÍCULO 100. Efectos del cumplimiento de la pena, y medida de seguridad 
La pena y la medida de seguridad se extinguen, con todos sus efectos, por cumplimiento de 
aquéllas o de las sanciones por las que hubiesen sido sustituidas o conmutadas. Asimismo, la 
sanción que se hubiese suspendido se extinguirá por el cumplimiento de los requisitos establecidos 
al otorgarla, en los términos y dentro de los plazos legalmente aplicables. 
 
 

CAPÍTULO III 
 

Muerte del Inculpado,  o del Sentenciado 
  
ARTÍCULO 101. Extinción por causa de muerte del inculpado, o sentenciado 
La muerte del inculpado extingue la acción penal y, la del sentenciado, las penas y medidas de 
seguridad impuestas, a excepción del decomiso y de la reparación del daño. 
 
 

CAPÍTULO IV 
 

Reconocimiento de la Inocencia del Sentenciado 
 
ARTÍCULO 102. Extinción por reconocimiento de la inocencia 
Cuando, en virtud de revisión extraordinaria, el Supremo Tribunal de Justicia reconozca la 
inocencia del sentenciado del delito por el que se juzgó, procederá la anulación de la sentencia, la 
que producirá la extinción de cualquiera de las sanciones, o medidas de seguridad impuestas y de 
todos sus efectos. 
 
 

CAPÍTULO V 
 

Perdón de la Víctima, del Ofendido, o del legitimado para otorgarlo 
 
ARTÍCULO 103. Autoridad ante quien se otorga el perdón 
El perdón de la víctima, del ofendido, o del legitimado para otorgarlo extingue la acción penal, y los 
efectos de la responsabilidad penal respecto de los delitos que solamente puedan perseguirse por 
querella, siempre que se conceda ante el Ministerio Público si éste no ha ejercitado la acción 
penal, o ante el órgano jurisdiccional antes de que cause ejecutoria la sentencia. En caso de que la 
sentencia haya causado ejecutoria, podrán acudir ante la autoridad judicial a otorgar el perdón, 
ésta deberá proceder de inmediato a decretar la extinción de la potestad de ejecutar las penas y 
medidas de seguridad. 
 
Una vez concedido el perdón, este no podrá revocarse. 
 
ARTÍCULO 104. El perdón en los delitos que se investigan de oficio 
Tratándose de delitos que se investigan de oficio, también procederá el perdón cuando concurran 
los siguientes requisitos: 
 
I. Que se no se trate de delito grave;   
 
II. Que la pena privativa de libertad del delito de que se trate,  no exceda de cuatro años; 
 
III. Que se haya pagado la reparación del daño a la víctima, ofendido, o su representante con 
facultades suficientes, expresamente se hayan dado por satisfechos del mismo; 
 
IV. Que no haya sido condenado anteriormente por delito doloso, y 
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V. Que se trate de delitos que hayan afectado directa y exclusivamente intereses particulares. 
 
No procederá el perdón en el delito de violencia familiar; así como en los que expresamente se 
determinen en el capítulo relativo a los delitos ambientales. 
 
ARTÍCULO 105. Efectos del perdón 
Cuando sean varias las víctimas, u ofendidos, y cada uno pueda ejercer separadamente la facultad 
de perdonar al autor del delito y los partícipes, en su caso, el perdón sólo surtirá efectos respecto 
de quien lo otorga. 
 
El perdón a favor de uno de los inculpados beneficia a todos los participantes en el delito y 
cómplices, en su caso. 
 
El perdón, en la etapa de la ejecución de la pena, se resolverá ante el juez de ejecución.  
 
El perdón del ofendido no surtirá efectos a favor del reincidente del delito de que se trate. 
 
En los delitos a que se refiere el artículo anterior, el perdón de la víctima, el ofendido, o del 
legitimado para otorgarlo, surtirá sus efectos, siempre y cuando el imputado o sentenciado 
satisfaga los requisitos legales, acredite el pago de la reparación del daño causado y, en su caso, 
el de las multas impuestas. 
 
(ADICIONADO P.O. 05 DE SEPTIEMBRE DE 2015) 
Además, tratándose del delito de violencia familiar, el Ministerio Público o el Juez, previo 
consentimiento de la víctima, ordenará la práctica de prueba psicológica para acreditar que ésta no 
se encuentre manipulada o coaccionada por el imputado. 
 
 

CAPÍTULO VI 
 

Rehabilitación 
 
ARTÍCULO 106.   Objeto de la rehabilitación 
La rehabilitación tiene por objeto reintegrar al sentenciado en el goce de los derechos, funciones o 
empleo de cuyo ejercicio se le hubiere suspendido o inhabilitado temporalmente, en virtud de 
sentencia firme. 
 
 

CAPÍTULO VII 
 

Conclusión del Tratamiento de Inimputables 
 
ARTÍCULO 107. Conclusión del tratamiento de inimputables 
La potestad para la ejecución de las medidas de tratamiento a inimputables, se considerará 
extinguida si se acredita que el sujeto ya no requiere tratamiento. Si el inimputable sujeto a una 
medida de seguridad se encontrare prófugo y posteriormente fuere detenido, la potestad para la 
ejecución de dicha medida se considerará extinguida, si se acredita que las condiciones 
personales del sujeto que dieron origen a su imposición, ya han cesado. 
 
 

CAPÍTULO VIII 
 

Indulto 
 
ARTÍCULO 108. Efectos y procedencia del indulto 
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El indulto extingue la potestad de ejecutar las penas y las medidas de seguridad impuestas en 
sentencia ejecutoria, salvo el decomiso de instrumentos, objetos y productos relacionados con el 
delito, así como la reparación del daño. 
 
Es facultad discrecional del Poder Legislativo del Estado conceder el indulto. 
 
 

CAPÍTULO IX 
 

Amnistía 
 
ARTÍCULO 109. Efectos de la amnistía 
La amnistía extingue la pretensión punitiva o la potestad de ejecutar las penas y medidas de 
seguridad impuestas, en los términos que señala la Constitución Política del Estado, con excepción 
de la reparación del daño, el decomiso de los instrumentos con que se cometió el delito, y de las 
cosas que sean objeto o producto de ésta. 
 
 

CAPÍTULO X 
 

Prescripción 
 
ARTÍCULO 110. Efectos de la prescripción 
La prescripción es personal y extingue la pretensión punitiva y la potestad de ejecutar las penas y 
las medidas de seguridad y para ello bastará el transcurso del tiempo señalado por la ley. 
 
Los delitos de, violación; feminicidio; homicidio calificado; homicidio en razón de parentesco; 
secuestro y desaparición forzada de personas, son imprescriptibles. 
 
Los plazos para la prescripción se duplicarán respecto de quienes se encuentren fuera del territorio 
nacional, si por esta circunstancia no es posible integrar una carpeta de investigación, concluir un 
proceso, o ejecutar una sanción. 
 
ARTÍCULO 111. Prescripción de oficio o  a petición 
La prescripción producirá su efecto, aunque no la alegue en su defensa el imputado. El Ministerio 
Público y el órgano jurisdiccional la harán valer de oficio, sea cual fuere el estado del proceso. 
 
ARTÍCULO 112. Plazos para la prescripción 
El término para la prescripción de la pretensión punitiva será continuo y se contará a partir del día 
en que se cometió el delito, si fuere instantáneo; desde que cesó, si fuere permanente; desde el 
día en que se hubiere realizado el último acto de ejecución, si fuere continuado o en caso de 
tentativa. 
 
ARTÍCULO 113. Cómputo para la prescripción 
La pretensión punitiva del delito que se persigue de oficio, prescribirá en un lapso igual al término 
medio aritmético de la pena privativa de la libertad que le corresponde, pero en ningún caso será 
menor de tres años, siempre que no se haya ejercitado acción penal pues en caso contrario se 
atenderá al delito señalado en el auto de vinculación a proceso. 
 
Si la pena asignada al delito no fue la de prisión, la pretensión punitiva prescribirá en un año. 
 
Si se trata de delito,  o si el imputado se sustrae de la justicia, el delito prescribirá en un término 
igual a la pena máxima del ilícito de que se trate. 
 
ARTÍCULO 114. Prescripción en los delitos de querella 
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El delito que se persigue de querella o el acto equivalente, prescribirá en un año, contado a partir 
de que quien pueda formularla tenga conocimiento del delito. En ningún caso podrá exceder de 
tres años contados a partir de su consumación. 
 
ARTÍCULO 115. Prescripción en delitos de concurso 
En los casos de concurso ideal de delitos, la pretensión punitiva prescribirá conforme a las reglas 
para el delito que merezca la pena mayor. 
 
En los casos de concurso real de delitos, los plazos para la prescripción punitiva empezarán a 
correr simultáneamente y prescribirán separadamente para cada uno de los delitos.  
 
ARTÍCULO 116. Causa que impide el inicio del término de la prescripción 
Cuando para deducir una acción penal sea necesaria la terminación de un juicio por sentencia 
ejecutoria o la declaración previa de alguna autoridad, la prescripción no empezará a correr sino 
hasta que se hayan satisfecho estos requisitos. 
 
ARTÍCULO 117. Causa de interrupción de la prescripción 
La prescripción de la acción penal se interrumpirá por las actuaciones del Ministerio Público que se 
practiquen en la investigación del delito. 
 
Si se dejare de actuar, la prescripción comenzará a contarse de nuevo desde el día siguiente a la 
última actuación. 
 
Durante la suspensión condicional del proceso a prueba, se interrumpe la prescripción de la acción 
penal. 
 
El plazo fijado para el cumplimiento de las obligaciones pactadas en un acuerdo reparatorio, 
interrumpe la prescripción de la acción penal. 
 
 

CAPÍTULO XI 
 

Prescripción de las Sanciones Penales 
 
ARTÍCULO 118. Prescripción de la potestad para ejecutar la pena privativa de la libertad 
 
Salvo disposición legal en contrario, la potestad para ejecutar la pena privativa de libertad o medida 
de seguridad, prescribirá en un tiempo igual al fijado en la condena, pero no podrá ser inferior a 
tres años. 
 
La potestad para ejecutar la pena de multa prescribirá en un año. Para las demás sanciones 
prescribirá en un plazo igual al que deberían durar éstas, sin que pueda ser inferior a dos años. 
 
La potestad para ejecutar las penas que no tengan temporalidad prescribirá en dos años y la de la 
reparación del daño en un tiempo igual al de la pena privativa de libertad impuesta. Los plazos 
serán contados a partir de la fecha en que cause ejecutoria la resolución. 
 
Cuando el sentenciado hubiere extinguido ya una parte de su sanción, se necesitará para la 
prescripción tanto tiempo como el que falte de la condena. 
 
La prescripción de la potestad para ejecutar la pena o medida privativa de la libertad, sólo se 
interrumpe con la aprehensión del sentenciado, aunque se ejecute por otro delito diverso o por la 
formal solicitud de entrega que el Ministerio Público haga al de otra entidad federativa, en que 
aquél se encuentre detenido, en cuyo caso subsistirá la interrupción hasta en tanto la autoridad 
requerida niegue dicha entrega o desaparezca la situación legal del detenido que motive aplazar su 
cumplimiento. 
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La prescripción de la potestad de las demás sanciones se interrumpirá por cualquier acto de 
autoridad competente para hacerlas efectivas. También se interrumpirá la prescripción de las 
penas pecuniarias, por las promociones que el ofendido o persona a cuyo favor se haya decretado 
dicha reparación, haga ante la autoridad correspondiente y por las actuaciones que esa autoridad 
realice para ejecutarlas, así como por el inicio de juicio ejecutivo ante autoridad civil usando como 
título la sentencia condenatoria correspondiente. 
 
La extinción de la pretensión punitiva será resuelta por el titular del Ministerio Público durante la 
etapa de investigación o por el órgano jurisdiccional en cualquier etapa del proceso. 
 
La declaración de extinción de la potestad de ejecutar las penas y medidas de seguridad 
corresponde al órgano jurisdiccional. 
 
ARTÍCULO 119. Obligatoriedad de hacer del conocimiento de la autoridad la extinción de la 
pretensión punitiva 
Si durante la ejecución de las penas o medidas de seguridad se advierte que se había extinguido la 
pretensión punitiva o la potestad de ejecutarlas, tales circunstancias se plantearán ante la 
autoridad judicial de ejecución, de conformidad con la ley de la materia. 
 
 

CAPÍTULO XII 
 

Supresión del Tipo Penal 
 
ARTÍCULO 120. Efectos de la supresión de un tipo penal 
Cuando la ley suprima un tipo penal se extinguirá la potestad punitiva respectiva o la de ejecutar 
las penas o medidas de seguridad impuestas, se pondrá en absoluta e inmediata libertad al 
imputado o al sentenciado y cesarán de derecho todos los efectos del procedimiento penal o de la 
sentencia. 
 
 

CAPÍTULO XIII 
 

Existencia de una Sentencia Anterior Dictada en Proceso Seguido por los mismos Hechos 
 
ARTÍCULO 121. Nadie puede ser juzgado dos veces por los mismos hechos, ya sea que en el 
juicio se le absuelva o se le condene. 
 
Cuando existan en contra de la misma persona y por la misma conducta: 
 
I. Dos procedimientos distintos, se archivará o sobreseerá de oficio el que se haya iniciado 
en segundo término; 
 
II. Una sentencia y un procedimiento distinto, se archivará o se sobreseerá de oficio el 
procedimiento distinto, o 
 
III. Dos sentencias, dictadas en procesos distintos, se hará la declaratoria de nulidad de la 
sentencia que corresponda al proceso que se inició en segundo término y se extinguirán sus 
efectos. 
 
 

CAPÍTULO XIV 
 

Criterio De  Oportunidad 
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ARTÍCULO 122. Alcances del criterio de oportunidad 
La aplicación de un criterio de oportunidad, extingue la acción penal, con respecto del autor o 
partícipe en cuyo beneficio se dispuso. 
 
Si la decisión se funda en la insignificancia del hecho, sus efectos se entenderán a todos los que 
reúnan las mismas condiciones. 
 
 

CAPÍTULO XV 
 

Acuerdo Reparatorio 
 
ARTÍCULO 123. Alcances del acuerdo reparatorio 
El cumplimiento de lo acordado a través de un mecanismo alternativo de solución de controversias, 
extingue la acción penal. 
 
 

CAPÍTULO XVI 
 

Suspensión Condicional del Proceso a Prueba 
 
ARTÍCULO 124. Efectos de la suspensión condicional del proceso a prueba 
La suspensión condicional del proceso a prueba no revocada, extingue la acción penal. 
 
 

CAPÍTULO XVII 
 

Extinción de las Medidas de Tratamiento de Inimputables 
 
ARTÍCULO 125. Condiciones personales de inimputable para declarar extinción de medidas 
de tratamiento 
 
Cuando el inimputable sujeto a una medida de tratamiento se encontrare prófugo y posteriormente 
fuera detenido, la ejecución de la medida de tratamiento se considerará extinguida si se acredita 
que las condiciones personales del inimputable no corresponden ya a las que dieron origen a su 
imposición.  
 
 

PARTE  ESPECIAL 
 
 

TÍTULO PRIMERO 
 

DELITOS CONTRA LA VIDA Y LA INTEGRIDAD CORPORAL 
 
 

CAPÍTULO I 
 

Homicidio 
 
ARTÍCULO 126. Comete el delito de homicidio quien priva de la vida a otro. 
 
Incurre  en homicidio  por  omisión,  quien  teniendo  el  deber de cuidado  hacia  un  enfermo,  
incapaz, o  menor por  razones de cercanía o parentesco se abstenga de prestarle protección o 
impida su tratamiento médico, influyendo con  tal indolencia en su muerte. 
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ARTÍCULO 127. Para los efectos de este capítulo se entiende por pérdida de la vida, en los 
términos de los artículos 343 y 344 de la Ley General de Salud, la muerte encefálica;  o el paro 
cardíaco irreversible. 
 
(REFORMADO P.O. 05 DE SEPTIEMBRE DE 2015) 
ARTÍCULO 128. Para la imposición de las sanciones que correspondan a quien cometa el delito a 
que se refiere el artículo anterior, se tendrá como mortal una lesión cuando se verifiquen las 
circunstancias siguientes:  
 
I. Que la muerte se deba a las alteraciones causadas por:  la lesión en el órgano u órganos 
interesados; alguna de sus consecuencias inmediatas; o alguna complicación determinada por la 
misma lesión y que no pudo combatirse, ya sea por ser incurable o por no tenerse al alcance los 
recursos necesarios, y  
 
II. Que si se encuentra el cadáver de la víctima y sea necesaria la necropsia, declare el perito o los 
peritos que la practiquen que la lesión fue mortal, sujetándose para ello a las reglas contenidas en 
este artículo, en los dos siguientes; en el Código de Procedimientos Penales para el Estado de San 
Luis Potosí; o, en su caso, en el Código Nacional de Procedimientos Penales.  
 
Cuando el cadáver no se encuentre o por otro motivo no se haga la necropsia, bastará que el 
perito o los peritos, en vista de los datos que obren en la causa, declaren que la muerte fue 
resultado de las lesiones inferidas así lo hará saber al Ministerio Público para los efectos legales 
que correspondan. 
 
Inmediatamente después que la necropsia se hubiere practicado o, en su caso, dispensado, se 
entregará el cadáver a los familiares o a quienes invoquen título o motivo suficiente, previa 
autorización del Ministerio Público. 
 
(ADICIONADO P.O. 21 OCTUBRE DE 2017) 

Con el fin de preservar la evidencia que pudiera revelar nuevas líneas de investigación para el 
esclarecimiento de los hechos, el agente del Ministerio Público prohibirá estrictamente bajo su 
criterio y responsabilidad, la cremación de todo cadáver respecto del que se presuma la comisión 
de un homicidio, en tanto se dicte sentencia firme. Quien incurra en esta conducta se le impondrá 
la pena señalada en el párrafo último del artículo 208 de este Código. 
 
ARTÍCULO 129. Siempre que se verifiquen las circunstancias del artículo anterior se tendrá como  
mortal una lesión, aunque se pruebe: 
 
I. Que se habría evitado la muerte con  auxilios oportunos;  
 
II. Que la lesión no habría sido mortal en otra persona, y 
 
III. Que fue a causa de la constitución física de la víctima o de las circunstancias en que recibió la 
lesión. 
 
ARTÍCULO 130. No se tendrá como  mortal una lesión, aunque muera el que la recibió, cuando la 
muerte sea resultado de una causa anterior a la lesión y sobre la cual ésta no haya influido o 
cuando la lesión se hubiere agravado por causas posteriores, como  la aplicación de 
medicamentos positivamente nocivos, operaciones quirúrgicas desgraciadas, excesos o 
imprudencias del paciente o de los que lo rodearon. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 131. Al responsable de cualquier homicidio simple intencional que no tenga señalada 
una sanción especial en este Código se le impondrá una pena de ocho a veinte años de prisión, y 
sanción pecuniaria de ochocientos a dos mil días del valor de la unidad de medida y actualización.  
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Al responsable del homicidio de su ascendiente o descendiente consanguíneo en línea recta; 
hermano; adoptante o adoptado, cónyuge; concubina o concubinario; u otra relación de pareja 
permanente, con conocimiento de esa relación, se le impondrá una pena de veinte a cuarenta años 
de prisión, y sanción pecuniaria de dos mil a cuatro mil días del valor de la unidad de medida y 
actualización, y pérdida de los derechos que tenga con respecto a la víctima, incluidos los de 
carácter sucesorio. Si faltare el conocimiento de la relación, se estará a la punibilidad para el 
homicidio simple.  
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 132. Al que en riña prive de la vida a otro, se impondrá una pena de cuatro a ocho 
años de prisión y sanción pecuniaria de cuatrocientos a ochocientos días del valor de la unidad de 
medida y actualización. 
 
Riña es la contienda de obra entre dos o más personas con  intención de causarse daño. 
 
Para la aplicación de las penas, dentro del mínimo y el máximo señalados, se tomará en 
consideración quién fue el provocado, quién el provocador y el grado de provocación. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
(REFORMADO P.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2021) 
ARTÍCULO 133. Si el homicidio es calificado, se impondrá una pena de treinta a sesenta 
años de prisión y sanción pecuniaria de dos mil a cuatro mil quinientos días del valor de la 
unidad de medida y actualización. 
 
ARTÍCULO 134. Cuando en la comisión de un  delito de homicidio intervengan dos o más 
personas y no  conste quien fue el homicida, a todas se les impondrá las sanciones que 
correspondan conforme al artículo 88 de éste Código. 
 
 

CAPÍTULO II 
 

Feminicidio 
 
(REFORMADO P.O. 17 DE SEPTIEMBRE DE 2016) 
ARTÍCULO 135. Comete el delito de feminicidio, quien priva de la vida a una mujer por razones de 
género.  Se considera que existen razones de género cuando ocurra cualquiera de las siguientes 
circunstancias: 
 
I. Exista, o haya existido una relación de parentesco; afecto; docente; o laboral, o cualquier otra 
que implique amistad, confianza, subordinación, o superioridad, entre la víctima y el agresor; 
 
II. Exista en la víctima signos de violencia sexual de cualquier tipo; 
 
III. Se halla infligido a la víctima, lesiones, o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o 
posteriores a la privación de la vida; o actos de necrofilia; o que generen sufrimiento; 
 
IV. Existen antecedentes de violencia, sexual, física, psicológica, patrimonial, económica, o de 
cualquier indicio de amenaza, producidas en el ámbito, familiar; laboral; o escolar, del sujeto activo 
en contra de la víctima. 
 
V. Existan datos que establezcan que hubo amenazas, acoso o violencia sexual, relacionados con 
el hecho delictuoso, del sujeto activo en contra de la víctima; 
 
VI. La victima haya sido incomunicada, o privada de su libertad, cualquiera que sea el tiempo 
previo a la privación de la vida, y  
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VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto de cualquier forma, depositado, o arrojado en un lugar 
público. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
(REFORMADO P.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2021) 
Este delito se sancionará con una pena de cuarenta a sesenta años de prisión, y sanción 
pecuniaria de dos mil a cinco mil días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
Además de las sanciones señaladas en el presente artículo, el sujeto activo perderá los derechos 
con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. 
 
Igualmente al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente, o por negligencia la 
procuración o impartición de justicia, tratándose de este delito, se le impondrá pena de prisión de 
cuatro a ocho años, y multa de quinientos a mil unidades de Medida de Actualización, además será 
destituido, e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión 
público. 
 
En el caso de que no se acredite el delito de feminicidio, se aplicarán las reglas del delito de 
homicidio. 
 
(ADICIONADO P.O. 21 OCTUBRE DE 2017) 
Además, con el fin de preservar evidencia que pudiera revelar nuevas líneas de investigación para 
el esclarecimiento de los hechos, el agente del Ministerio Público prohibirá estrictamente, bajo su 
criterio y responsabilidad, la cremación de todo cadáver respecto del que se presuma la comisión 
de un feminicidio, en tanto se dicte sentencia firme. Quien incurra en esta conducta se le impondrá 
la pena señalada en el párrafo último del artículo 208 de este Código. 
 
 

CAPÍTULO III 
 

Lesiones 
 
ARTÍCULO 136. Comete el delito de lesiones quien causa una alteración o daño en la salud 
producido por una causa externa. Este delito se sancionará con  las siguientes penas: 
 
(REFORMADA P.O. 19 JULIO DE 2017) 
I. Al que infiera una lesión que no ponga en peligro la vida del ofendido y tarde en sanar menos de 
quince días, se le impondrá una pena de uno a tres meses de prisión o sanción pecuniaria de diez 
a treinta días del valor de la unidad de medida y actualización, y 
 
(REFORMADA P.O. 19 JULIO DE 2017) 
II. Al que infiera una lesión que no ponga en peligro la vida del ofendido y tarde en sanar más de 
quince días, se le impondrá una pena de cuatro meses a dos años de prisión y una sanción 
pecuniaria de cuarenta a doscientos días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
Los delitos previstos en este artículo se perseguirán por querella necesaria. 
 
ARTICULO  137. Las lesiones que no  pongan en peligro la vida del ofendido, pero dejen 
consecuencia, se sancionarán de la manera siguiente: 
 
(REFORMADA P.O. 19 JULIO DE 2017) 
I. Cuando dejen al ofendido una cicatriz notable y permanente en la cara o en uno o ambos 
pabellones auriculares, se impondrá una pena de uno a cuatro años de prisión y sanción 
pecuniaria de cien a cuatrocientos días del valor la unidad de medida y actualización;  
 
(REFORMADA P.O. 19 JULIO DE 2017) 
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II. Cuando produzcan en el ofendido debilitamiento, disminución o perturbación de las funciones, 
órganos o miembros, o perturbación de facultades volitivas, se impondrá una pena de dos a cinco 
años de prisión y sanción pecuniaria de doscientos a quinientos días del valor de la unidad de 
medida y actualización, y  
 
(REFORMADA P.O. 19 JULIO DE 2017) 
III. Cuando produzcan en el ofendido, enajenación mental, pérdida definitiva de algún miembro o 
de cualquier función orgánica o causen una incapacidad permanente para trabajar, se impondrá 
una pena de tres a ocho años de prisión y sanción pecuniaria de trescientos a ochocientos días del 
valor de la unidad de medida y actualización. 
 
En los casos a que se refieren las fracciones II y III, además de las sanciones señaladas, los 
jueces condenarán al pago de la reparación del daño en los términos de lo previsto en la Ley 
Federal del Trabajo, cuando resulte incapacidad parcial o total, temporal o permanente. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 138. Al que infiera lesiones que pongan en peligro la vida se le impondrá una pena de 
uno a seis años de prisión y sanción pecuniaria de cien a seiscientos días del valor de la unidad de 
medida y actualización, sin perjuicio de las sanciones que le correspondan, de acuerdo al artículo 
anterior.  
 
(REFORMADO P.O. 13 DE SEPTIEMBRE DE 2021) 
ARTÍCULO 139. Cuando se infieran lesiones bajo las circunstancias de las calificativas a que 
se refiere el artículo 144 de este Código, se aumentará la sanción hasta el doble de la que 
corresponda por la lesión simple causada. 
 
ARTÍCULO 140. Si las lesiones son inferidas en riña, la pena se podrá disminuir hasta la mitad 
tomando en consideración quién fue el provocado, quién el provocador y el grado de provocación. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 141. A quien ocasional o habitualmente ejecute actos de violencia física, psíquica o 
ambas, ya sea por acción u omisión y de manera dolosa a menores de edad, ancianos o personas 
con discapacidad, se le impondrá una pena de uno a tres años de prisión y sanción pecuniaria de 
cien a trescientos días del valor de la unidad de medida y actualización, sin perjuicio de la que 
corresponda por las lesiones causadas en los términos de este capítulo. 
 
ARTÍCULO  142. Si el ofendido es ascendiente, descendiente, cónyuge, concubina, concubinario, 
adoptante o  adoptado del responsable de las  lesiones  y éstas son causadas dolosamente con  
conocimiento  de esa relación, se aumentará la pena que corresponda hasta dos años de prisión y, 
además, si el sujeto activo ejerce la patria potestad o la tutela, perderá este derecho. 
 
 

(ADICIONADO CON LOS ARTICULOS QUE LO INTEGRAN P.O. 24 DE OCTUBRE DE 2020) 
CAPÍTULO III BIS 

 
 

Lesiones Cometidas contra la Mujer en Razón de su Género 
 

(ADICIONADO P.O. 24 DE OCTUBRE DE 2020) 
ARTÍCULO 142 BIS. Al que cause lesiones a una mujer en razón de su género, se le impondrá 
pena de siete a catorce años de prisión, y sanción pecuniaria de doscientos a quinientos días del 
valor de la unidad de medida y actualización. Se considera que existen razones de género cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
 
I. Que las lesiones causadas sean infamantes, degradantes o una mutilación, o 
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II. Que previo a la lesión infringida existan datos que establezcan que se han cometido amenazas, 
acoso o violencia del sujeto activo contra la víctima. 
 
Si entre el sujeto activo y la víctima existió una relación sentimental, afectiva o de confianza; de 
parentesco, laboral, docente o cualquiera que implique subordinación o superioridad, y se acredita 
que en virtud de esa relación fueron infringidas las lesiones infamantes, degradantes o 
mutilaciones, se impondrán de nueve a dieciocho años de prisión, y multa de trescientos a 
seiscientos días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
(ADICIONADO P.O. 24 DE OCTUBRE DE 2020) 
ARTÍCULO 142 TER. Las penas previstas en el artículo anterior se aumentarán en dos tercios en 
los siguientes casos: 
 
I. Cuando las lesiones sean provocadas mediante el empleo de ácidos o substancias corrosivas, o 
 
II. Cuando las lesiones sean provocadas en los órganos genitales femeninos o en las mamas, 
excluyendo aquellas que sean consecuencia de llevar a cabo un procedimiento médico por motivos 
de salud. 

 
 

CAPÍTULO IV 
 

Reglas  Comunes para el Homicidio y las Lesiones 
 
ARTÍCULO 143. Cuando el homicidio o las lesiones se cometan culposamente con motivo del 
tránsito de vehículos, se impondrá mitad de las penas previstas en los artículos 131 y 136 
respectivamente en los siguientes casos:  
 
(REFORMADA P.O. 03 MAYO  DE 2018) 
(REFORMADA P.O. 25 DE JUNIO DE 2020) 
I. Que Cuando el agente conduzca en estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefacientes, 
psicotrópicos, u otras substancias que produzcan efectos similares, o 
 
II. No auxilie a la víctima del delito o se dé a la fuga 
 
ARTICULO 144. El homicidio y las lesiones serán calificadas cuando se cometan con, 
premeditación; ventaja; alevosía; traición; cruel perversidad, u odio. Para tal efecto se entiende que 
existe:  
 
I. Premeditación, cuando se comete el delito después de haber reflexionado sobre su ejecución;  
 
II. Ventaja, cuando el inculpado no corre riesgo alguno de ser muerto ni lesionado por el ofendido;  
 
III. Alevosía, cuando se sorprende intencionalmente a alguien de improviso o se emplea la 
asechanza;  
 
IV. Traición, cuando se utiliza la perfidia, violando la fe o la seguridad que expresamente se había 
prometido a la víctima, o tácitamente se debía esperar en razón del parentesco, gratitud, amistad o 
cualquier otra circunstancia que inspire confianza;  
 
V. Cruel perversidad, cuando el inculpado actúa sanguinariamente y con tal saña, que revelan en 
el sujeto un profundo desprecio por la vida humana, y  
 
VI. Odio, cuando el agente comete el hecho por antipatía o aversión contra una persona o su 
patrimonio, específicamente por su condición social o económica; vinculación, pertenencia o 
relación con un grupo social definido; origen étnico o social; nacionalidad o lugar de origen; color 
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de piel o cualquier otra característica genética; lengua; género; religión; edad; opiniones; 
discapacidad; condiciones de salud o embarazo; apariencia física; orientación sexual; identidad de 
género; estado civil; ocupación o actividad.  
 
(ADICIONADO P.O. 13 MAYO DE 2017) 
Es equiparable al homicidio calificado, y se sancionará como tal, aquel que se cometa en contra de 
elementos de seguridad pública, estatal o municipal, así como de agentes del Ministerio Público del 
fuero común, que por razón de sus labores sean víctimas de este delito. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 145. Al ascendiente que mate al corruptor de su descendiente que esté bajo su 
potestad, si lo hiciere en el momento de hallarlos en el acto carnal o en uno próximo a él, se le 
impondrá una pena de un mes a cuatro años de prisión y sanción pecuniaria de diez a 
cuatrocientos días del valor de la unidad de medida y actualización, si no ha procurado la 
corrupción de su descendiente. 
 
Si únicamente ocasionara lesiones, se le impondrá de hasta un cuarto de la pena a aplicar, en los 
supuestos a los que aluden los artículos, 136, 137 y 138 de este Código. 
 
ARTÍCULO 146. Cuando un animal cause lesiones u homicidio será responsable el que con esa 
intención lo azuce o suelte o haga esto último por descuido se le impondrá la pena que 
corresponda al delito doloso o culposo según sea el caso. 
 
 

CAPÍTULO V 
 

Auxilio o Instigación al Suicidio 
 
ARTÍCULO 147. Comete el delito a que se refiere el presente capítulo quien auxilia o instiga a otro 
al suicidio. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de uno a cinco años de prisión y sanción pecuniaria de 
cien a quinientos días del valor de la unidad de medida y actualización.  
 
Si se le presta la ayuda hasta el punto de ejecutar él mismo la muerte, la sanción será igual a la del 
homicidio simple intencional. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Si el suicida fuere menor de edad o enajenado mental, a quien lo ayude o instigue se le impondrá 
una pena de quince a cuarenta años de prisión y sanción pecuniaria de mil quinientos a cuatro mil 
días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
 

CAPÍTULO VI 
 

Aborto 
 
ARTÍCULO 148. Comete el delito de aborto quien causa la muerte del producto de la concepción 
en cualquier momento del embarazo. 
 
Este delito se sancionará con  las siguientes penas: 
 
(REFORMADA P.O. 19 JULIO DE 2017) 
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I. A la madre que voluntariamente procure su aborto o consienta en que otro la haga abortar se le 
impondrá una pena de uno a tres años de prisión y sanción pecuniaria de cien a trescientos días 
del valor de la unidad de medida y actualización; 
 
(REFORMADA P.O. 19 JULIO DE 2017) 
II. Al que lo realice con el consentimiento de la mujer embarazada se le impondrá una pena de uno 
a tres años de prisión y sanción pecuniaria de cien a trescientos días del valor de la unidad de 
medida y actualización, y 
 
(REFORMADA P.O. 19 JULIO DE 2017) 
III. Al que lo realice sin el consentimiento de la mujer embarazada se le impondrá una pena de tres 
a ocho años de prisión y sanción pecuniaria de trescientos a ochocientos días del valor de la 
unidad de medida y actualización. 
 
ARTÍCULO 149. Al profesionista de la medicina o partero que cause el aborto se le impondrán las 
penas previstas en el artículo anterior y además será suspendido hasta por cinco años en el 
ejercicio de su profesión. 
 
ARTÍCULO 150. Es excluyente de en el caso de aborto, cuando:  
 
I.  Aquélla sea resultado de una acción culposa de la mujer embarazada; 
 
II. El embarazo sea resultado  de un  delito  de violación o inseminación indebida.  En estos casos, 
no se requerirá sentencia ejecutoria sobre la violación o inseminación indebida, sino que bastará 
con  la comprobación de los hechos, y 
 
III. De no provocarse el aborto, la mujer embarazada corra peligro de muerte a juicio  del médico 
que la asista, oyendo el dictamen de otro médico, siempre que esto fuere posible y no sea 
peligrosa la demora. 
 
 

CAPÍTULO VII 
 

Violencia en Espectáculos Deportivos 
 
ARTÍCULO 151. Comete el delito de violencia en espectáculos deportivos, quien en un evento 
público o privado, sin tener el carácter de jugador de alguno de los equipos contendientes, antes, 
durante y después del evento, en las instalaciones o incluso en las áreas de estacionamiento 
donde se lleve a cabo un evento o espectáculo deportivo, ejecute o incite a otros a ejecutar actos 
que encuadren en los delitos de, homicidio; lesiones; y daño en las cosas, que tipifica y sanciona 
este Código. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 

Este delito se sancionará con una pena de prisión de uno a cuatro años y sanción pecuniaria de 
cien a cuatrocientos días del valor de la unidad de medida y actualización, sin perjuicio de las 
sanciones a que se haya hecho acreedor por la comisión de diverso delito. 
 
Cuando se produzca lesiones o daños entre los integrantes de los grupos de animación, este delito 
será perseguible  de oficio. 
 
ARTÍCULO 152. Además de las sanciones previstas en este capítulo, a juicio del juzgador se 
podrá ordenar al sentenciado, la prohibición para asistir a estadios o recintos de espectáculos 
deportivos, por un término de seis meses a cuatro años. 
 
 

TÍTULO SEGUNDO 
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DELITOS CONTRA LA PAZ, LA LIBERTAD, Y  LA SEGURIDAD DE LAS PERSONAS 

 
 

CAPÍTULO I 
 

Ataque Peligroso 
 

ARTÍCULO 153. Comete el delito de ataque peligroso quien: 
 
I. Sin el ánimo de causar daño a la integridad física dispara sobre una persona o grupo  de 
personas un arma de fuego, o 
 
II. Ataca a alguien  de tal  manera que, en razón del  arma empleada, de la fuerza,  destreza del 
agresor o de cualquier otra circunstancia semejante, puede producir como  resultado lesiones o la 
muerte. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de dos a cinco años de prisión y sanción pecuniaria de 
doscientos a quinientos días del valor de la unidad de medida y actualización.  
 
ARTÍCULO 154. Se aplicarán las sanciones correspondientes a la tentativa de homicidio al que 
dispare a una persona un arma de fuego, con ánimo de causarle daño a su integridad física. 
 
Cuando el daño causado fuere de lesiones u homicidio, sólo se sancionará el que de éstos resulte. 
 
 

CAPÍTULO II 
 

Omisión de Auxilio a Lesionados 
 
ARTÍCULO 155. Comete el delito de omisión de auxilio a lesionados el conductor de un vehículo o 
jinete que deja en estado de abandono, sin prestar ni facilitar  asistencia, a quien lesionó sin dolo o 
deja de avisar  inmediatamente  a la  autoridad,  siempre que la víctima no pueda ser auxiliada 
oportunamente por cualquier persona. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de tres meses a un año de prisión y sanción pecuniaria de 
treinta a cien días del valor de la unidad de medida y actualización.  
 
 

 
CAPITULO III 

 
Privación Ilegal de la Libertad 

 
ARTÍCULO 156.  Se impondrá de seis meses a tres años de prisión y de sesenta a trescientos días 
de sanción pecuniaria, al particular que prive a otro de su libertad, sin el propósito de obtener un 
lucro.  
 
La pena de prisión se aumentará hasta en una mitad cuando:  
 
I. La privación de la libertad exceda de veinticuatro horas;  
 
II. Se realice con violencia; la víctima sea menor de dieciocho, o mayor de sesenta años de edad, o 
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III. Por cualquier circunstancia, la víctima esté en situación de inferioridad física o mental respecto 
de quien la ejecuta. 
 
 

CAPÍTULO IV 
 

Desaparición Forzada de Personas 
 

(REFORMADO P.O. 17 FEBRERO  DE 2018) 
ARTÍCULO 157. Comete el delito de desaparición forzada de personas, y se sancionará con pena 
de cuarenta a sesenta años de prisión, y de diez mil a veinte mil días del valor de la unidad de la 
medida de actualización, a: 
 
I.  El servidor público, o el particular que con la autorización, el apoyo, o la aquiescencia de un 
servidor público, prive de la libertad en cualquier forma a una persona, seguida de la abstención o 
negativa a reconocer dicha privación de la libertad, o a proporcionar la información de la misma, o 
su suerte , destino o paradero, y 
 
II. El servidor púbico, o el particular que con la autorización, el apoyo, o la aquiescencia de un 
servidor público, oculte o se niegue a proporcionar información sobre la privación de la libertad de 
una persona o sobre el paradero de una persona detenida en cualquier forma. 
 
Cuando el responsable tenga el carácter de servidor público, se impondrá la destitución e 
inhabilitación, según corresponda, para el desempeño de cualquier cargo, empleo, o comisión 
pública, hasta dos veces el mismo lapso de la privación de la libertad impuesta, a partir de que  se 
cumpla la pena de prisión. 
 
(ADICIONADO P.O. 17 FEBRERO  DE 2018) 
ARTICULO 157 BIS. Se impondrá pena de veinte a treinta años de prisión y de quinientos a 
ochocientos días del valor de la unidad de la medida y actualización, a quien omita entregar a la 
autoridad, o a los familiares, al nacido de una víctima del delito de desaparición forzada de 
personas durante el ocultamiento, a sabiendas de tal circunstancia. 
 
Asimismo, se impondrá de veinticinco a treinta y cinco años de prisión a quien, sin haber 
participado en la comisión del delito de desesperación forzada de persona, retenga o mantenga 
oculto a la niña o niño que nazca durante el período de desaparición de la madre, a sabiendas de 
tal circunstancia. 
 
(ADICIONADO P.O. 17 FEBRERO  DE 2018) 
ARTICULO 157 TER. Las sanciones para el delito de desaparición forzada de personas previstas 
en los artículos, 157, y 157 BIS, de este Código, aumentarán hasta en una mitad cuando: 
 
I. Durante o después de la desaparición la persona desaparecida muera debido a cualquier 
alteración de su salud sea consecuencia de dicha desaparición, o por enfermedad previa que no 
hubiere sido atendida en forma adecuada por los autores o participes del delito; 
 
II. La persona desaparecida sea niña, niño o adolescente, mujer, mujer embarazada, persona con 
discapacidad, o adulta mayor; 
 
III. La condición de persona migrante o afrodescendiente, la pertenencia a un pueblo o comunidad 
indígena o cualquier otro equiparable, sea la motivación para cometer el delito; 
 
IV. La identidad de género, o la orientación sexual de la víctima sea la motivación para cometer el 
delito; 
 
V. La persona haya sido desparecida por su actividad como defensora de los derechos humanos; 
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VI. La persona haya sido desaparecida en razón de su labor como periodista; 
 
VII. La persona desaparecida sea integrante de alguna institución de seguridad pública; 
 
VII. (sic) El o los autores tengan vínculos de parentesco, amistad, relación laboral, o de confianza 
con la víctima, o 
 
VIII. Los delitos se realicen con el propósito de impedir que las autoridades competentes conozcan 
de la comisión de otros delitos. 
 
(ADICIONADO P.O. 17 FEBRERO  DE 2018) 
ARTICULO 157 QUATER. Las sanciones por el delito de desaparición forzada de personas podrán 
disminuir cuando: 
 
I. Los autores o partícipes liberan a la víctima espontáneamente dentro de los diez días siguientes 
a la desaparición, disminuirán hasta en una mitad;  
 
II. Si los autores o participes proporcionan información efectiva que conduzca a la localización con 
vida de la persona desaparecida, disminuirán hasta en una tercera parte; 
 
III. Si los autores o participes proporcionan información efectiva que conduzca a la localización del 
cadáver  o los restos humanos de la persona desaparecida, disminuirán hasta en una cuarta parte, 
y 
 
IV. Si los autores o partícipes proporcionan información efectiva que permita esclarecer los hechos 
a identificar a los responsables, disminuirán hasta en una quinta parte. 
 
(REFORMADO P.O. 17 FEBRERO  DE 2018) 
ARTICULO 158. Comete el delito de desaparición cometida por particulares quien prive de la 
libertad a una persona con la finalidad de ocular (sic) a la víctima o su suerte o su paradero, este 
delito será sancionado con pena de veintiocho a cincuenta años de prisión, y de cuatro mil a ocho 
mil días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
(ADICIONADO P.O. 17 FEBRERO  DE 2018) 
ARTÍCULO 158 BIS. Se impondrá pena de diez a veinte años de prisión, y de quinientos a 
ochocientos días del valor de la unidad de la medida de actualización, a quien omita entregar a la 
autoridad o a los familiares, al nacido de una víctima del delito de desaparición cometida por 
particulares durante el periodo de ocultamiento a sabiendas de tal circunstancia. 
 
Asimismo, se impondrá pena de diez a veinte años de prisión a quien, sin haber participado 
directamente en la comisión del delito de desaparición cometida por particulares, retenga o 
mantenga oculto a la niña o niño que nazca durante el período d desaparición de la madre,  a 
sabiendas de tal circunstancia 
 
(ADICIONADO P.O. 17 FEBRERO  DE 2018) 
ARTÍCULO 158 TER. La penas previstas en los artículos, 158, 158 BIS, puedan ser determinadas 
y modificadas conforme a las reglas previstas en los artículos 157 TER, y 157 Quater, de este 
Código. 
 
 

CAPÍTULO V 
 

Robo  de Infante;  Sustracción de Menores, o de Incapaces 
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ARTÍCULO 159.  Comete el delito de robo de menor, o incapaz, quien sustraiga de su custodia 
legítima a un menor de dieciocho años, o incapaz, o lo retenga sin el consentimiento de quien 
tenga su legítima custodia o guarda. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de ocho a cuarenta años de prisión y sanción pecuniaria 
de ochocientos a cuatro mil días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
ARTÍCULO 160. Comete el delito de sustracción de menores, o de incapaces, cuando la conducta 
señalada en el artículo anterior, la realice el ascendiente, descendiente, cónyuge o pariente 
colateral o afín hasta el cuarto grado, que no ejerza la patria potestad, la tutela, la guarda o 
custodia del menor, o incapaz. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 

Este delito se sancionará con una pena de cuatro a doce años de prisión y sanción pecuniaria de 
cuatrocientos a mil doscientos días del valor de la unidad de medida de actualización.  
 
Se impondrán en una mitad las penas a que se refiere este artículo, al padre o la madre que 
retenga o cambie de su residencia habitual  a su hijo  menor o incapaz,  con  el  fin de impedir  que 
el  otro  ascendiente  ejerza  el  derecho a convivir  con  su hijo  o impedir la guarda y custodia 
compartida en los términos de la resolución o convenio judicial. 
 
En los casos a que se refiere este artículo, el delito se perseguirá a petición de parte ofendida. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 161. En el caso de los delitos contemplados en este capítulo, si el menor o incapaz es 
restituido espontáneamente a su familia o a la autoridad dentro de los tres días siguientes en que 
hubiere ocurrido el hecho y sin que se le cause perjuicio, se impondrá una pena de dos a seis años 
de prisión y sanción pecuniaria de doscientos a seiscientos días del valor de la unidad de medida 
de actualización.  
 
 

CAPITULO VI 
 

Tráfico de Menores 
 
ARTÍCULO 162. Comete el delito de tráfico de menores, quien traslade a otro Estado u otro 
municipio del Estado, o entregue a un tercero, a un menor de dieciocho años de edad, de manera 
ilícita, con el propósito de obtener un beneficio económico indebido o de cualquier otra índole. 
 
También comete el delito a que se refiere el párrafo anterior: 
 
I. Quienes ejerzan la patria potestad o custodia sobre el menor, aunque no haya sido declarada, 
cuando realicen materialmente el traslado o la entrega, o por haber otorgado su consentimiento 
para ello; 
 
II. Los ascendientes sin límite de grado, los parientes colaterales y por afinidad hasta el cuarto 
grado, así como  cualquier tercero que no tenga parentesco con el menor. 
Se entenderá que las personas a que se refiere el párrafo anterior actúan de manera ilícita cuando 
tengan conocimiento de que: 
 
a) Quienes ejerzan la patria potestad o la custodia del menor no han otorgado su consentimiento 
expreso para el traslado o la entrega. 
 
b) Quienes ejerzan la patria potestad o la custodia del menor obtendrán un  beneficio económico 
indebido o de cualquier otra índole, por  el traslado o la entrega, y 
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III. La persona o personas que reciban al menor. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de prisión de ocho a cuarenta años y sanción pecuniaria 
de ochocientos a cuatro mil días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
Además de las penas señaladas en este artículo, el responsable del delito perderá todos los 
derechos que tenga en relación con el menor. 
 
Se aplicará hasta dos terceras partes de las penas a las que se refiere este artículo, cuando el 
traslado o entrega del menor se realice en territorio nacional. 
 
ARTÍCULO 163. Las penas a que se refiere el artículo anterior se reducirán en una mitad cuando: 
I. El traslado o entrega del menor se realice sin el propósito de obtener un beneficio económico 
indebido, o de cualquier otra especie, o 
 
II. La persona que reciba al menor tenga el propósito de incorporarlo a su núcleo familiar. 
 
Se impondrán las penas a que se refiere este artículo al padre o madre de un menor de dieciocho 
años que de manera ilícita o sin el consentimiento de quien o quienes ejerzan la patria potestad o 
la custodia del menor, sin el propósito de obtener un lucro indebido, lo trasladen fuera o dentro del 
territorio nacional o del Estado, con el fin de cambiar su residencia habitual o impedir a la madre o 
el padre, según sea el caso, convivir con  el menor o visitarlo. 
 
Además, se privará de los derechos de patria potestad, tutela o custodia a quienes, en su caso, 
teniendo el ejercicio de éstos, cometan el delito a que se refiere el presente artículo. 
 
En los casos a que se refiere este artículo, el delito se perseguirá a petición de parte ofendida. 
 
ARTÍCULO 164. Si el menor es restituido espontáneamente al seno familiar o a la autoridad  antes 
de tres días de ocurrido el hecho y sin que se le cause perjuicio, se impondrá hasta una tercera 
parte de la pena que corresponda. 
 
 

CAPÍTULO VII 
 

Asalto 
 
ARTÍCULO 165. Comete el delito de asalto quien, en un lugar solitario o  desprotegido, haga uso 
de la violencia sobre una persona con el propósito de causarle un mal, obtener un lucro o de exigir 
su asentimiento para cualquier fin. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de cuatro a ocho años de prisión y sanción pecuniaria de 
cuatrocientos a ochocientos días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
A quienes, con los mismos propósitos, asalten un poblado se les impondrá una pena de diez a 
veinte años de prisión y sanción pecuniaria de mil a dos mil días del valor de la unidad de medida y 
actualización.  
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 166. A quien en despoblado o camino público hace uso de la violencia, en cualquier 
forma, en contra de los ocupantes de un vehículo de transporte, se le impondrá una pena de 
prisión de diez a veinte años y sanción pecuniaria de mil a dos mil días del valor de la unidad de 
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medida y actualización, siempre que se persigan los mismos propósitos del asalto, sin perjuicio de 
la pena que resulte aplicable por otros delitos.  
 
 

CAPÍTULO VIII 
 

Allanamiento 
 
ARTÍCULO 167. Comete el  delito de allanamiento, quien sin causa justificada, sin  mandamiento 
de autoridad competente, fuera de los casos en que la ley lo permita o sin el consentimiento de la 
persona que lo deba otorgar, se introduce en una casa, departamento, condominio  o en un  lugar 
de trabajo ajenos o permanece en ellos,  sin la anuencia de quien tenga facultad de darla. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 

Este delito se sancionará con una pena de seis meses a tres años de prisión y sanción pecuniaria 
de sesenta a trescientos días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
Si el medio empleado es la violencia física o moral, la prisión y la sanción pecuniaria se 
aumentarán hasta en una mitad más. Este delito se perseguirá por querella necesaria. 
 
 

CAPÍTULO IX 
 

Amenazas 
 
ARTÍCULO 168.  Comete el delito de amenazas quien: 
 
I. De cualquier modo intimida a otro con causarle un mal futuro en su persona, en sus bienes, en 
su honor, en sus derechos o en la persona, honor, bienes o derechos de alguien con quien esté 
ligado por algún vínculo, y 
 
II. Por medio de las amenazas de cualquier género trata de impedir que otro ejecute  lo que tiene 
derecho de hacer o de obligarlo a ejecutar lo que no quiere. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de seis meses a dos años de prisión y sanción pecuniaria 
de sesenta a doscientos días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
Cuando el activo del delito tenga parentesco por consanguinidad o afinidad con el ofendido o 
víctima hasta el tercer grado, se aumentará la pena que corresponda hasta en una tercera parte en 
su mínimo y en su máximo. 
 
El delito de amenazas se perseguirá por querella necesaria. 
 
(ADICIONADO P.O. 17 FEBRERO  DE 2018) 
ARTICULO 168 BIS. Comete el delito de cobranza ilegítima quien con la intención de requerir el 
pago de una deuda ya sea propia del deudor, o quien funja como referencia o aval, utilice cualquier 
medio ilícito, o efectúe actos de hostigamiento, o intimidación, o amenazas de cualquier índole, o 
actos de molestia al deudor, sin mediar orden emanada de autoridad competente, se le impondrá 
prisión de seis meses a dos años y multa de ciento cincuenta a trescientas unidades de medida y 
actualización, además de las sanciones que correspondan si para tal efecto se empelaron 
documentos, sellos falsos o se usurparon funciones públicas o de profesión. 
 
 

CAPÍTULO X 
 



H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI 
INSTITUTO DE INVESTIGACIONES LEGISLATIVAS 

 

Descargala en: www.congresoslp.gob.mx 

 
51 

Exposición al Peligro 
 
ARTÍCULO 169. Comete el delito a que se refiere este capítulo quien coloque en situación de 
peligro, o de inseguridad a cualquier persona física, disparando armas de fuego, o detonando otros 
artefactos explosivos, en enfrentamientos, riñas, peleas,  asaltos, persecuciones indebidas, y todos 
aquellos eventos que produzcan el  mismo  resultado, en lugares en que transita o concurre la 
gente. Independientemente de otros delitos que le resulten. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de tres a ocho años de prisión y sanción pecuniaria de 
trescientos a ochocientos días del valor de la unidad de medida y actualización.  
 
 

CAPÍTULO XI 
 

Uso  Ilícito de equipos de Radiocomunicación. 
 
ARTÍCULO 170. Comete el delito de uso ilícito de equipos de radiocomunicación,   quien utilice 
equipo de radiocomunicación móvil, instalado a un vehículo de motor,   o fijo mediante una antena, 
por medio de cual haga uso, aprovechamiento y explotación de las bandas de frecuencia  del 
espectro radioeléctrico, teniendo o no el permiso de operación expedido por la autoridad 
competente y los utilice para fines ilícitos. 
 
También comete el delito a que se refiere este capítulo quien proporcione el servicio de, instalar; 
programar o reprogramar para otra u otras personas equipo de radiocomunicación fijo, o móvil 
sobre un vehículo usando las bandas de frecuencia    del espectro radioeléctrico, contando o no 
con el permiso para su operación, lo haga fuera de las especificaciones técnicas autorizadas por la 
ley o autoridad competente, y esto se relacione con fines ilícitos. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de tres a ocho años de prisión, sanción pecuniaria de 
trescientos a ochocientos días del valor de la unidad de medida y actualización, así como el 
decomiso de los equipos de radiocomunicación, vehículos y demás bienes utilizados para la 
comisión del delito. 
 
 

TÍTULO TERCERO 
 

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL; LA SEGURIDAD SEXUAL; Y 
EL NORMAL DESARROLLO PSICOSEXUAL 

 
 

CAPITULO I 
 

Violación 
 
ARTÍCULO 171. Comete el delito de violación quien, por medio de la violencia física o moral, 
realice cópula con una persona de cualquier sexo. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de ocho a dieciséis años de prisión y sanción pecuniaria de 
ochocientos a mil seiscientos días del valor de la unidad de medida y actualización, más la 
reparación del daño.  
 
ARTÍCULO 172. La pena a que se refiere el artículo anterior se aplicará si la violación fuere entre 
cónyuges o concubinos. Este delito se perseguirá por querella necesaria. 
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ARTÍCULO 173. Se sancionará con  las mismas penas que establece el artículo 171 de éste 
Código a quien:  
 
I. Realice cópula con persona menor de catorce años de edad; 
 
II. Realice  cópula  con  persona que no  tenga capacidad  de comprender el  significado  del  
hecho o por  cualquier causa no pueda resistirlo, sea cual fuere el sexo de la víctima, o 
 
III. Con fines lascivos introduzca por vía anal o vaginal cualquier elemento o instrumento distinto al 
miembro viril en persona menor de catorce años o persona que no  tenga capacidad  de 
comprender el  significado  del  hecho o por cualquier causa no pueda resistirlo, sea cual fuere el 
sexo de la víctima. 
 
Si se ejerciere violencia física o moral, el mínimo y el máximo de la pena se aumentará hasta en 
una mitad. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 174. Se considera también como violación y se sancionará con pena de ocho a 
dieciséis años de prisión y sanción pecuniaria de ochocientos a mil seiscientos días del valor del 
valor de la unidad de medida y actualización, a quien por la vía vaginal o anal introduzca cualquier 
elemento o instrumento distinto al miembro viril, por medio de la violencia física o moral, sea cual 
fuera el sexo del ofendido.  
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 175. Si en la violación intervienen dos o más personas se les impondrá una pena de 
diez a dieciocho años de prisión y sanción pecuniaria de mil a mil ochocientos días del valor de la 
unidad de medida y actualización, más la reparación del daño.  
 
ARTÍCULO 176. Las penas previstas para la violación  a que se refieren los artículos 171,  173, 
174,  y 175  de éste Código,  se aumentarán de uno  a cuatro años de prisión en los siguientes 
casos: 
 
I. Cuando el delito fuere cometido por un ascendiente contra su descendiente, éste contra aquél, el 
hermano contra su colateral, el  tutor  contra su pupilo, o por  los cónyuges, amasios, o 
concubinarios del padre o de la madre de la víctima. Además  de la  pena de prisión  y sanción 
económica que corresponda, el culpable perderá la patria potestad o la tutela, en los casos en que 
la ejerciere sobre la víctima; 
 
II. Cuando el delito fuere cometido por quien en el desempeño de un cargo o empleo público, o 
utilice los medios que su profesión le proporcione; además de la pena de prisión el sentenciado 
será destituido del cargo o empleo o suspendido por el término de cinco años en el ejercicio de su 
profesión, y 
 
III. Cuando el delito fuere cometido por el ministro de algún culto religioso, instructor, mentor o por  
la persona que tenga al ofendido bajo su custodia, guarda, educación, o aproveche la confianza 
otorgada para cometer el delito. 
 
ARTÍCULO 177. Para los efectos de este Título se entiende por cópula la introducción del miembro 
viril en el cuerpo de la víctima por vaginal, anal u oral.   
 
 

CAPÍTULO II 
 

Abuso  Sexual 
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ARTÍCULO 178. Comete el delito de abuso sexual quien, sin el consentimiento de una persona 
ejecuta en ella, o la hace ejecutar un acto erótico sexual, sin el propósito directo de llegar a la 
cópula. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará de dos a cinco años de prisión y sanción pecuniaria de doscientos a 
quinientos días del valor de la unidad de medida y actualización.  
 
Será calificado el delito de abuso sexual, y se aumentará la pena prevista en el párrafo anterior, en 
una mitad  más, si se comete en los siguientes casos: 
 
I. Cuando haya sido cometido en contra de un menor de dieciocho años, o de una persona que por  
su condición no  tenga la capacidad de comprender el significado del hecho, o que no tiene 
capacidad para resistirlo; 
 
II. Cuando se hiciere uso de la violencia física o moral; 
 
III. Cuando se haya realizado con  la participación o autoría de dos o más personas; 
 
IV. Cuando el delito lo cometiere el ministro de algún culto religioso, instructor, mentor o, en 
general, por la persona que tenga al ofendido bajo su custodia, guarda, educación, o aproveche la 
confianza en el otorgada para cometer el delito, y 
 
V. Cuando se haya suministrado a la víctima alguna sustancia tóxica que le impidiera evitar la 
ejecución del acto. 
 
En el caso de que el infractor tenga parentesco por consanguinidad o civil con el ofendido, perderá 
además la patria potestad o la tutela, en los casos en que la ejerciera sobre la víctima. 
 
Cuando el delito fuere cometido en el desempeño de un  cargo o empleo público, o utilice los 
medios que su profesión le proporcione, además de la pena de prisión, será destituido del cargo 
que ocupa y suspendido por el termino de dos años en el ejercicio de su profesión. 
 
(ADICIONADO, P.O. 10 DE DICIEMBRE DE 2016) 
ARTÍCULO 178 Bis. Comete el delito de abuso sexual equiparado, quien mediante el uso de 
medios electrónicos o de cualquier tecnología, contacte, obligue, induzca o facilite a una persona 
menor de dieciocho años, o de una persona que por su condición no tenga la capacidad de 
comprender el significado del hecho, o que no tiene capacidad para resistirlo, a realizar actos de 
exhibicionismo corporal o sexuales simulados o no, con fin lascivo o sexual. 
 
(ADICIONADO P.O. 17 FEBRERO  DE 2018) 
Este delito se sancionará conforme a lo prescrito por el artículo 178 de este Código. 
 
 

CAPÍTULO III 
 

Estupro 
 
ARTÍCULO 179. Comete el  delito de estupro quien tiene cópula con persona  mayor de catorce y 
menor de dieciocho años, obteniendo su consentimiento por medio de la seducción o del engaño. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de uno a cinco años de prisión y sanción pecuniaria de 
cien a quinientos días del valor de la unidad de medida y actualización.  
 
Este delito se perseguirá por querella necesaria. 
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CAPÍTULO IV 
 

Hostigamiento, y Acoso Sexual 
 
ARTICULO 180.  Comete el delito de hostigamiento sexual, quien con fines lascivos asedie, acose 
o solicite favores de naturaleza sexual a una persona de cualquier sexo, para sí o para un tercero, 
con la amenaza de causar a la víctima un perjuicio relacionado con las expectativas que pueda 
tener en el ámbito laboral, docente, doméstico o de cualquier otra índole, o negarle un beneficio al 
que tenga derecho; ya sea entre superior o inferior jerárquico, entre iguales o en cualquier 
circunstancia que implique subordinación  
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 

Este delito se sancionará con una pena de uno a tres años de prisión y multa de cien a trescientos 
días del valor de la unidad de medida y actualización.  
 
ARTICULO 181. Comete el delito de acoso sexual, quien en ejercicio abusivo de poder que 
conlleve a un estado de indefensión y de riesgo para la víctima, la asedia, acosa, o le demanda 
actos de naturaleza sexual con fines lascivos, independientemente de que se realice en uno o 
varios eventos.  
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de uno a tres años de prisión y multa de cien a trescientos 
días del valor la unidad de medida y actualización  
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 182. Si la víctima de los delitos a que se refiere este capítulo es menor de dieciocho, la 
pena de prisión será de tres a cinco años de prisión y la sanción pecuniaria de trescientos a 
quinientos días del valor de la unidad de medida y actualización 
 
(REFORMADO P.O. 17 DE NOVIEMBRE DE 2020) 
Si el acosador es servidor público o docente, y se vale de medios o circunstancias que el cargo le 
proporciona, además de la pena prevista en el párrafo anterior, se le destituirá del cargo, y se le 
inhabilitará para ejercer cualquier cargo público por un lapso igual al de la pena de prisión 
impuesta. 
 
(REFORMADO P.O. 17 DE NOVIEMBRE DE 2020) 
En caso de reincidencia en cualquiera de los supuestos, se impondrá prisión de dos a siete años. 
Este delito se perseguirá de oficio 
 
(DEROGADO P.O. 17 DE NOVIEMBRE DE 2020) 
 
 

TÍTULO CUARTO 
 

DELITOS CONTRA LA DIGNIDAD HUMANA Y EL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD 

 
 

CAPÍTULO I 
 

Corrupción de Menores, de personas que no tienen capacidad para comprender el 
significado del hecho, o personas que no tienen capacidad para resistirlo 

 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
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ARTÍCULO 183. Se impondrá pena de cinco a diez años de prisión y sanción pecuniaria de 
quinientos a mil días del valor de la unidad de medida y actualización, al que induzca, procure, 
facilite u obligue a un menor de dieciocho años de edad, a quien no tenga capacidad para 
comprender el significado del hecho o personas que no tengan capacidad para resistirlo, a 
consumir sustancias tóxicas, u otras que produzcan efectos similares.  
 
Se aplicará pena de dos a ocho años de prisión y multa de doscientos a ochocientos días del valor 
de la unidad de medida y actualización, a quien fomente, invite, facilite, permita, consientan o tolere 
la entrada de un menor de dieciocho años de edad, así como de quien no tenga capacidad para 
comprender el significado del hecho o de persona que no tenga capacidad para resistirlo, a bares, 
centros nocturnos, cervecerías o pulquerías. 
 
ARTÍCULO 184. Queda prohibido  emplear  a personas menores de dieciocho años de edad, o 
quien no  tenga capacidad  para comprender el significado del hecho, en bares, centros nocturnos, 
cervecerías y pulquerías, o cualquier otro lugar en donde se afecte en forma negativa su sano 
desarrollo físico, mental o emocional. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
La contravención a esta disposición se castigará con prisión de uno a tres años de prisión y 
sanción pecuniaria de cien a trescientos días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
La misma pena se aplicara a quien siendo padre, madre, tutor o curador de un  menor de dieciocho  
años o persona que no tenga la capacidad para comprender el significado del hecho, bajo su 
guarda, custodia o tutela, acepte que sean empleados en los establecimientos referidos en el 
párrafo anterior. 
 
Se considerará como empleado en cualquiera de los establecimientos mencionados  en el párrafo 
primero de este articulo, y para los efectos del mismo, a la persona menor de dieciocho años o 
quien no tenga capacidad para comprender el significado del hecho, que por cualquier estipendio o 
emolumento, o gratuitamente, preste sus servicios en tal lugar. 
 
 

CAPÍTULO II 
 

Venta y suministro de bebidas alcohólicas a menores de dieciocho años o a personas que 
no tienen capacidad para comprender el significado del hecho 

 
ARTÍCULO 185. Comete el delito a que se refiere este capítulo, quien venda o suministre bebidas 
de contenido alcohólico a menores de dieciocho años, o a personas que no tienen capacidad para 
comprender el significado del hecho. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de un mes a tres años de prisión y sanción pecuniaria de 
diez a trescientos días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
 

CAPÍTULO III 
 

Discriminación 
 
ARTÍCULO 186. Comete el delito a que se refiere este capítulo, quien, por razón de edad, sexo, 
estado civil, embarazo, raza, procedencia étnica, idioma, religión, ideología, orientación sexual, 
color de piel, nacionalidad, origen o posición social, trabajo o profesión, posición económica, 
características físicas, discapacidad o estado de salud o cualquier otra que atente contra la 
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas:  



H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI 
INSTITUTO DE INVESTIGACIONES LEGISLATIVAS 

 

Descargala en: www.congresoslp.gob.mx 

 
56 

 
I. Provoque o incite al odio o a la violencia;  
 
II. Niegue a una persona un servicio o una prestación a la que tenga derecho. Para los efectos de 
esta fracción, se considera que toda persona tiene derecho a los servicios o prestaciones ue se 
ofrecen al público en general;  
 
III. Veje o excluya a alguna persona o grupo de personas, o  
 
IV. Niegue o restrinja derechos laborales o el acceso a los mismos, sin causa justificada.  
 
Al servidor público que, por las razones previstas en el primer párrafo de este artículo, niegue o 
retarde a una persona un trámite, servicio o prestación al que tenga derecho, se le aumentará en 
una mitad la pena prevista en el primer párrafo del presente artículo y, además, se le podrá 
imponer suspensión, destitución o inhabilitación para el desempeño de cualquier cargo, empleo o 
comisión públicos, por el mismo lapso de la sanción impuesta.  
 
No serán consideradas discriminatorias todas aquellas medidas tendientes a la protección de los 
grupos socialmente desfavorecidos.  
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará de seis meses a tres años de prisión, y multa de sesenta a trescientos 
días del valor de la unidad de medida de actualización. 
 
Este delito se perseguirá por querella. 
 
 

CAPÍTULO IV 
 

Difusión Ilícita de Imágenes 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
(REFORMADO P.O. 30 NOVIEMBRE DE 2017) 
(REFORMADO P.O. 14 DE ABRIL DE 2020) 
ARTÍCULO 187. Comete el delito de difusión ilícita de imágenes íntimas quien, transmita, publique, 
o difunda imágenes, sonidos o grabaciones de contenido sexual, que pueden o no contener texto, 
obtenidas con o sin el consentimiento de la víctima, sin autorización para su difusión. Este delito se 
sancionará con una pena de tres a seis años de prisión y multa de trecientos días del valor de la 
unidad de medida de actualización. 
 
Cuando la trasmisión, publicación o divulgación a que se refiere el párrafo anterior, se haga a 
través de medios de comunicación o plataformas digitales, la autoridad competente ordenará a la 
empresa de prestación de redes sociales o medio de comunicación, a retirar inmediatamente el 
contenido. 
 
Aumentará la pena privativa de la libertad, y la sanción pecuniaria hasta en una mitad más, 
cuando: 
 
I. El delito sea cometido por la o el cónyuge, o por persona que esté, o haya estado unida a la 
víctima por alguna relación de afectividad, aún sin convivencia; 
 
II. La víctima fuese menor de edad o persona con discapacidad; 
 
III. Exista relación jerárquica derivada de relaciones laborales, docentes, domésticas, o de 
cualquier clase que implique subordinación entre la persona agresora y la víctima; 
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IV. Se hiciere uso de la violencia física o moral, y 
 
V. La persona agresora sea servidor público, y utilice los medios o circunstancias que el encargo le 
proporcione. 
 
En el supuesto al que se refiere la fracción V de este artículo, además de la pena impuesta, la 
persona agresora será destituida e inhabilitada para ocupar cargo, empleo o comisión en el sector 
público de tres a seis años. 
 
 

(ADICIONADO CON EL ARTICULO QUE LO INTEGRA, 
 P.O. 17 MAYO  DE 2018) 

 

CAPÍTULO V 
 

DELITO CONTRA LA IDENTIDAD DE LAS PERSONAS 
 

(ADICIONADO, P.O. 17 DE MAYO DE 2018) 
ARTÍCULO 187 BIS. Comete el delito contra la identidad de las personas, quien se atribuya por 
medios electrónicos, informáticos, redes sociales o cualquier otro medio, la identidad de otra 
persona, u otorgue su consentimiento para llevarla a cabo, causando con ello un daño patrimonial; 
moral, o algún lucro indebido, para sí o para otra persona. Este delito se sancionará con una pena 
de tres a seis años de prisión, multa de mil a mil quinientas días del valor de la unidad de medida 
de actualización, y, en su caso, la reparación del daño que se hubiera causado. 
 
Será equiparables al delito contra la identidad de las personas, y se sancionará como tal, a quien: 
 
I. Por algún uso de medio electrónico, telemático o electrónico obtenga algún lucro indebido para sí 
o para otro, o genere un daño patrimonial a otro, valiéndose de alguna manipulación informática o 
intercepción de datos de envío, cuyo objeto sea el empleo no autorizado de datos personales, o el 
acceso no autorizado a base de datos automatizados para suplantar identidades; 
 
II. Posea o utilice datos identificativos de otra persona con la intención de cometer, favorecer, o 
intentar cualquier actividad ilícita, causando un daño patrimonial, moral, o que obtenga un lucro 
indebido, o 
 
III. Asuma, suplante, se apropie o utilice, a través de internet, cualquier sistema informático o medio 
de comunicación, la identidad de una persona física o jurídica que no le pertenezca, produciendo 
con ello un daño moral o patrimonial, u obteniendo un lucro o un provecho indebido para sí o para 
otra persona. 
 
Las penas previstas en el presente artículo se aumentarán hasta en la mitad, a quien se valga de 
la homonimia, parecido físico o similitud de la voz para cometer el delito; así como en el supuesto 
en que el sujeto activo del delito tenga licenciatura, ingeniería, o cualquier otro grado académico en 
el rubro de informática, computación o telemática. 
 
 

CAPÍTULO VI 
 

Provocación de un  delito y apología del mismo o de algún vicio y de la omisión de impedir 
un  delito que atente contra el libre desarrollo de la personalidad, la dignidad humana o 

la integridad física o mental. 
 
ARTÍCULO 188. Comete el delito de provocación de un delito y apología del mismo, o de algún 
vicio, quien provoca públicamente a otro a cometer un delito, o hace la apología de éste, o de 
algún vicio, si el delito no se ejecuta. 
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(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de tres meses a un año de prisión y sanción pecuniaria de 
treinta a cien días del valor de la unidad de medida de actualización. 
 
ARTÍCULO 189. Se impondrá de tres meses a un año de prisión a quien, pudiendo hacerlo con su 
intervención inmediata y sin riesgo propio o ajeno, no impidiere la comisión de uno de los delitos 
contemplados en el Titulo Cuarto, de la Parte Especial, de este Código. 
 
Las mismas penas se impondrán a quien, pudiendo hacerlo, no acuda a la autoridad o a sus 
agentes para que impidan un delito de los contemplados en el párrafo anterior, y de cuya próxima 
comisión tenga conocimiento. 
 
 

CAPÍTULO VII 
 

Ultrajes a la moral pública o las buenas costumbres 
 
ARTÍCULO 190. Comete el  delito de ultrajes a la moral pública o a las buenas costumbres, quien 
en un sitio público y por cualquier medio ejecuta o hace ejecutar por otro, exhibiciones obscenas. 
 
(REFORMADO P.O. 16 DE OCTUBRE DE 2020) 
Este delito se sancionará con una pena de seis meses a dos años de prisión y sanción pecuniaria 
de sesenta a doscientos días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
 

TÍTULO QUINTO 
 

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD REPRODUCTIVA 
 
 

CAPÍTULO I 
 

Disposición de Células 
 

(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
(REFORMADO P.O. 31 DICIEMBRE DE 2017) 
ARTÍCULO 191. A quien disponga de óvulos o esperma para fines distintos a los autorizados por 
sus donantes o depositarios, siempre y cuando no atenten contra la dignidad humana, se le 
impondrán de tres a seis años de prisión y sanción de trescientos a seiscientos días del valor de la 
unidad de medida y actualización. 
 
 

CAPÍTULO II 
 

Inseminación  Artificial Indebida 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 192. A quien realice una inseminación en una mujer mayor de dieciocho sin 
consentimiento, se le impondrá de cuatro a siete años de prisión y sanción pecuniaria de 
cuatrocientos a setecientos días del valor de la unidad de medida y actualización.  
 
 

CAPÍTULO III 
 

Esterilización Forzada 
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(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 193. A quien sin consentimiento de persona mayor de dieciocho años realice en ella un 
procedimiento de esterilización, se le impondrán de cuatro a siete años de prisión y sanción 
pecuniaria de cuatrocientos a setecientos días del valor de la unidad de medida y actualización.  
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
ARTÍCULO 194. A quien implante a una mujer mayor de dieciocho años un óvulo fecundado, 
cuando hubiere utilizado para ello un óvulo ajeno o esperma de donante no autorizado, sin el 
consentimiento expreso de la paciente o del donante, se le impondrán de cuatro a siete años de 
prisión y sanción pecuniaria de cuatrocientos a setecientos días del valor de la unidad de medida y 
actualización.  
 
Si como consecuencia de este delito se produce un embarazo, se impondrán de cinco a catorce 
años de prisión y sanción pecuniaria de quinientos a mil cuatrocientos días del valor de la unidad 
de medida y actualización. 
 
ARTÍCULO 195. Reglas generales para los anteriores delitos a los que se refiere este Título: 
 
I. Además de las penas previstas en los artículos anteriores, se impondrá suspensión para ejercer 
la profesión y, en caso de servidores públicos, además inhabilitación para el desempeño del 
empleo, cargo o comisión públicos, por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta, así como 
la destitución;  
 
II. Tratándose de menor de dieciocho años, o persona incapaz para comprender el significado del 
hecho o para resistirlo, aún con su consentimiento o de quien detente la guarda, custodia, atención 
o cuidado, tutela o patria potestad de la víctima, la pena se aumentará hasta en dos terceras partes 
del delito básico; 
 
III. Cuando el delito se realice valiéndose de medios o circunstancias que el proporcione su 
empleo, cargo o comisión públicos, profesión, ministerio religioso o cualquier otra que implique 
subordinación por parte de la víctima, la pena se aumentará en una mitad de la señalada para el 
delito básico, y 
 
(REFORMADA P.O. 19 JULIO DE 2017) 
IV. En el supuesto de que el delito se realice con violencia física o moral o psicoemocional 
aprovechándose de su ignorancia, extrema pobreza o cualquier otra circunstancia que hiciera más 
vulnerable a la víctima, se impondrá de cinco a catorce años de prisión y sanción pecuniaria de 
quinientos a mil cuatrocientos días del valor de la unidad de medida y actualización.  
 
ARTÍCULO 196. Además de las penas previstas en el capítulo anterior, se impondrá suspensión 
para ejercer la profesión o, en caso de servidores públicos, inhabilitación para el desempeño del 
empleo, cargo o comisión públicos, por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta, así como 
la destitución. 
 
 

CAPÍTULO IV 
 

Manipulación genética 
 

(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
(REFORMADO P.O. 31 DICIEMBRE DE 2017) 
ARTÍCULO 197. Se impondrán de dos a seis años de prisión y multa de doscientos a seiscientos 
días valor de la unidad de medida de actualización, así como inhabilitación y suspensión por igual 
término para desempeñar cargo, empleo o comisión públicas, profesión u oficio, a quienes: 
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(REFORMADA P.O. 31 DICIEMBRE DE 2017) 
I.  Con finalidad distinta a la eliminación o disminución de enfermedades graves o taras y que 
sean de riesgos sus efectos secundarios en la salud humana del individuo o comunidad, manipulen 
genes humanos de manera que se altere el genotipo; 
 
II. Fecunden óvulos humanos con cualquier fin distinto al de la procreación humana, o 
 
III. Realicen procedimientos de ingeniería genética con fines ilícitos. 
 
ARTÍCULO 198. Si resultan hijos a consecuencia de la comisión de alguno de los delitos previstos 
en el presente Título, la reparación del daño comprenderá además, el pago de alimentos para 
éstos y para la madre, en los términos que fija la legislación civil. 
 
 

TÍTULO SEXTO 
 

DELITOS CONTRA LA FAMILIA 
 
 

CAPÍTULO I 
 

Delito contra  la Filiación y el Estado  Civil de las Personas 
 

ARTÍCULO 199. Comete el delito a que se refiere el presente capítulo quien,  obteniendo o no un 
beneficio económico, o de cualquier naturaleza: 
 
I. Inscribe, hace inscribir, o reinscribirse en el Registro Civil a una persona con la filiación que no le 
corresponde;  
 
II. Altere el estado civil de una persona a sabiendas de que los datos no corresponden a la misma; 
 
III. Declare falsamente el nacimiento o fallecimiento de una persona en el acta respectiva; 
 
IV. Cede los derechos y obligaciones resultantes de la patria potestad y la filiación a favor de un 
tercero, sin cumplir los requisitos que establecen para la adopción el Código Familiar, y el Código 
de Procedimientos Civiles para el Estado, para la adopción, y 
 
V. Omite la inscripción de una persona teniendo dicha obligación, con  el propósito de hacerle 
perder los derechos derivados de su filiación. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de uno a cinco años de prisión y sanción pecuniaria de 
cien a quinientos días del valor de la unidad de medida y actualización. 
 
 

CAPÍTULO II 
 

Matrimonios Ilegales 
 
ARTÍCULO 200. Comete el delito de matrimonio ilegal quien, fuera del caso de bigamia, contrae 
matrimonio con conocimiento de la existencia de un impedimento. 
 
(REFORMADO P.O. 19 JULIO DE 2017) 
Este delito se sancionará con una pena de seis meses a tres años de prisión y sanción pecuniaria 
de sesenta a trescientos días del valor de la unidad de medida y actualización. Las mismas 
sanciones y además la destitución e inhabilitación hasta por el doble de la pena de prisión 
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impuesta, se impondrá al Oficial del Registro Civil que, teniendo conocimiento del impedimento, 
autorice la celebración del matrimonio. 


